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RESUMEN
El correcto diseño de políticas públicas y su implementación es esencial para la gestión de los

problemas ambientales contemporáneos. La presente investigación tiene por objetivo identificar y

analizar la regulación ambiental mexicana que involucra el aprovechamiento forestal de bosques

en los que se produce carbón vegetal con técnicas tradicionales. Para abordar este objetivo se

realizó una exhaustiva investigación sobre las políticas públicas forestales mexicanas en medios

escritos y orales.

Una política pública es, para algunos autores, la posición de una nación respecto a un tema

determinado que puede ser declarada en uno o más documentos; para otros autores, son

estrategias y planes de acción específicos que buscan resolver un problema social determinado.

Para el caso forestal mexicano se cuenta con el Programa Estratégico Forestal para México 2025,

el Marco Jurídico Forestal Mexicano, los Planes Nacionales de Desarrollo Sexenales,

los Programas Sectoriales de Medio Ambiente y Recursos Naturales y los Programas

Institucionales de la Comisión Nacional Forestal (CONAFOR). 

Los instrumentos de políticas forestales son estrategias de acción operativas y específicas que

llevarán a una nación a cumplir con los objetivos que se han planteado en una política pública. En

México, el marco jurídico forestal ha sido el principal instrumento de política pública forestal.

Un elemento determinante de dicho marco es la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable y

en la operatividad su respectivo Reglamento, que dicta quién, cómo y cuándo se pueden

aprovechar los recursos forestales mexicanos. Los instrumentos económicos que han cobrado

auge a partir del 2010 son las certificaciones -nacionales e internacionales- donde los campesinos

encuentran un incentivo para cubrir los gastos de seguir el marco jurídico y cubrir algunas de sus

necesidades básicas. Además, los tratados internacionales han motivado significativamente las

políticas públicas mexicanas para la protección de los ecosistemas forestales mexicanos y su

aprovechamiento sostenible. Mientras que los subsidios que implementa el Gobierno Federal y

Estatal han permitido que una considerable extensión forestal sea conservada y aprovechada de

forma sostenible.

Se concluye que las políticas públicas forestales mexicanas transitan hacia la sostenibilidad. Sin

embargo, falta el involucramiento activo de los actores locales.
1



ELDA ITZEL CARRASCO GARCÍA

1. INTRODUCCIÓN

En la actualidad, la mayor parte de los países -desarrollados y en desarrollo- enfrentan problemas

de degradación ambiental, la generación de conocimientos es necesaria para una gestión adecuada

de los recursos naturales y con ello evitar un mayor deterioro del medio ambiente (Da Silva

Machado, 2017; Givens et al., 2019). Las prácticas actuales del uso y aprovechamiento de los

elementos naturales han aumentado la degradación del medio natural, la pérdida de biodiversidad

y hábitat de las especies; al mismo tiempo que se produce una presión -entendida como una

fuerza que se ejerce al exceder ciertos límites naturales- que implica un reto importante para el

manejo sostenible de los recursos naturales y del medio ambiente (Davis et al., 2020; Hackmann

et al., 2014; González-Ramírez et al., 2020). Estos desafíos globales son ejemplos de problemas

públicos, es decir, el componente central para las políticas públicas, que toman como punto de

partida el reconocimiento de un problema de preocupación general para diagnosticar, generar

indicadores para su medición, implementarlo y evaluarlo en un período determinado a partir de

evidencias observables (Aguilar, 2015).

Por otro lado, el deterioro ambiental actual afecta a la sociedad del medio urbano y rural. El

aumento de población y la alta densidad de población en los núcleos urbanos implica una

necesidad mayor de generación y optimización de energía, alimentos, vivienda, servicios de

salud, transporte, etc. En el ámbito rural, la degradación de los ecosistemas supone una amenaza

para los hogares porque los recursos naturales de su entorno, a menudo, aportan sustento para la

población local (Morton, 2007; O’Brien y Leichenko, 2000).

Los instrumentos de política pública, y en particular las ambientales y ecológicos (LGEEPA,

1988), son esenciales para la búsqueda de soluciones de los problemas ambientales actuales

(Alkemade et al., 2011; Olivier, et al., 2020). Las interrelaciones entre el crecimiento poblacional

de los países en desarrollo y la cantidad y calidad de recursos naturales son procesos complejos

que requieren la formulación de políticas para la conservación del ambiente (Berkes, 2017;

O’Brien y Leichenko, 2000). Por ejemplo, el estudio de Lohwasser, Schaffer y Brieden (2020)

analizó el impacto del factor demográfico y del crecimiento económico en la calidad del ambiente

entre 1980 y el 2014. Sus resultados encontraron un mayor efecto en el deterioro ambiental

debido a mayores ingresos per cápita en comparación al factor poblacional. Es decir, tendría

2
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sentido impulsar una política centrada en el crecimiento económico en vez de una política

dirigida al control poblacional.

En las últimas décadas, el diseño de instrumentos para contrarrestar los problemas ambientales ha

recibido la atención de los tomadores de decisiones, analistas, científicos y de otras

organizaciones; se ha estimado que, para el año 2016, el creciente número de leyes y órdenes

ejecutivas ambientales en el mundo logró reducir las emisiones globales en 16%, emisiones que

se habrían producido en ausencia de intervención con políticas públicas ambientales (IPCC,

2022).

La producción de CV (carbón vegetal) representa una causa de degradación forestal, cuando se

lleva a cabo sin prácticas sostenibles, porque su producción puede implicar la extracción parcial y

selectiva de madera de especies (latifoliadas y otras especies forestales) para someter al proceso

de carbonización, formando parches en los bosques que reducen la cubierta forestal. De esta

manera, su detección y monitoreo puede ser más complejo, comparado al análisis de la

deforestación (FAO, 2017; Sedano, et al., 2016). Según los registros de la Secretaría de Medio

Ambiente y Recursos Naturales (SEMARNAT), el volumen destinado a la producción de CV en

México entre el 2000 y el 2017 se incrementó en más del 60% (SEMARNAT, 2000, 2018). Un

oportuno diseño de instrumentos para la regulación de la producción de CV puede contribuir en la

reducción de la presión actual sobre los recursos forestales y, por otra parte, podría suponer una

oportunidad para contribuir a alcanzar objetivos de reducción de emisiones de GEI (Gases de

Efecto Invernadero) producidos por la degradación forestal.

El objetivo de esta investigación es identificar y analizar la regulación concerniente al

aprovechamiento forestal, específicamente a la producción de CV en México, para identificar

rezagos del marco regulatorio, así como áreas de oportunidad de la legislación ambiental que

dificultan el logro de objetivos dirigidos a reducir las emisiones generadas por la degradación

forestal. En la siguiente sección se presentan los objetivos, el alcance y la justificación de esta

investigación. Después se presenta el enfoque teórico que da sustento a la tesis seguido de los

antecedentes y la metodología. Enseguida se presentan, analizan y discuten las políticas públicas

forestales en México y el marco jurídico aplicable a ecosistemas forestales en los que se produce

CV. Finalmente se presentan algunas consideraciones y reflexiones finales con énfasis en las

principales oportunidades y limitantes que supone la legislación para los productores de CV en el

contexto de una producción sostenible.

3
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2. PREGUNTAS DE INVESTIGACIÓN

1. ¿Cuáles son las políticas públicas en México sobre el aprovechamiento de los bosques donde

se produce carbón vegetal (CV)?

2. ¿Cuál es el marco jurídico mexicano vigente que persigue la reducción de la degradación

forestal en los bosques en los que se produce CV?

3. ¿Qué rezagos de la legislación ambiental vigente obstaculizan la producción sostenible de CV

bajo técnicas tradicionales en México?

3. OBJETIVOS

3.1 General
Identificar y analizar la regulación ambiental mexicana que involucra la producción de carbón

vegetal (CV) con técnicas tradicionales.

3.2 Específicos

1. Identificar y analizar las políticas públicas que se han aplicado a los bosques en los que se

produce CV en México.

2. Identificar y analizar el marco jurídico mexicano vigente que persigue la producción

sostenible de CV.

3. Identificar y analizar el marco jurídico mexicano vigente que persigue la reducción de la

degradación forestal y que afecta a los bosques en los que se produce CV.

4
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4. ALCANCE Y JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN

El conocimiento de las políticas públicas forestales, el marco jurídico mexicano y los

instrumentos económicos existentes para regular los ecosistemas forestales es relevante para

comprender la respuesta que han recibido los bosques mexicanos para frenar y limitar las

presiones de la actividad humana que obstruye el manejo sostenible de estos ecosistemas. El

identificar y explorar las disposiciones jurídicas existentes permitiría determinar si generan un

incentivo suficiente para conservar el patrimonio arbóreo de la nación, si son suficientemente

claras y si persiguen el objetivo de contribuir a la prosperidad de la población que depende de

estos ecosistemas al mismo tiempo que se alcanzan objetivos ambientales de reducir la

degradación forestal y se promueve una mejor organización de los territorios.

En México, la elaboración de carbón vegetal (CV) se practica de forma tradicional y también de

forma industrial, de forma legal y en algunos casos de forma ilegal; esta última pone en riesgo la

gestión de los recursos forestales (Carrillo et al., 2021). La falta de información sobre el volumen

de producción y consumo dificultan la regulación ambiental de esta actividad en el medio rural

(Caballero, 2010; Manzón, 2015). Los valores encontrados en las cifras oficiales de la producción

de CV de los últimos 20 años reportadas por la SEMARNAT en México muestran una tasa de

crecimiento anual del 6.3 %, pasando de 180,000 m3r (rollo de leña verde, metros cúbicos en

rollo) en 1998 a 620,000 m3r en el 2017 (SEMARNAT, 1998; SEMARNAT, 2018). Este

crecimiento podría aumentar (Serrano et al., 2014), y en ese caso existiría una necesidad de

disponer de más madera para este fin en los próximos años, especialmente cuando la visión del

gobierno es la posibilidad de exportar este producto y una mayor participación en el comercio

mundial del CV. La expansión de esta producción requiere organizar y mejorar la tecnología

actual en la producción artesanal y la intervención de autoridades ambientales para controlar las

distintas fases con el fin de reducir las emisiones de GEI que se generan en este sector.

En esta tesis, la revisión del marco jurídico y los instrumentos de política se hace desde la escala

nacional, debido a que toda la legislación forestal mexicana tiene la visión de ser aplicable a nivel

Federal. La importancia de investigar sobre el CV radica en que los pobladores de los bosques en

México conocen o saben producir CV y recurren a esta actividad para sostener a sus familias. Por

5
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otro lado, la demanda de CV ha crecido en los últimos años debido a que el sector alimentario lo

sigue demandando según crece la población.

El punto de partida en esta investigación es la existencia de rezagos y ambigüedades en la

legislación ambiental vigente que obstaculizan la producción sostenible de CV en México. La

investigación se enfoca en identificar dichos rezagos de la legislación y determinar qué atención

ha recibido esta actividad tradicional -desde el marco regulatorio- con el fin de contribuir a los

objetivos ambientales globales y fomentar una producción sostenible.

Es importante mencionar que esta investigación toma como punto de partida una realidad en la

que una parte de los productores de CV no cuentan con la titularidad de la tenencia de la tierra, un

primer requisito para obtener las autorizaciones de aprovechamiento forestal. Además, quien

tiene los derechos de propiedad de la tierra dedica su tiempo a otras actividades que le aportan

mayores ganancias monetarias y otorga el permiso temporal al productor de CV como un favor,

así que no existe un incentivo a solicitar un permiso para una actividad que no es su medio de

vida, además de que es un proceso costoso -en tiempo y dinero-.
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5. ENFOQUE TEÓRICO

El concepto de Evaluación de Ecosistemas del Milenio (EEM) aporta las bases para el

fundamento teórico de esta tesis. El concepto de EEM se introdujo inicialmente como una

herramienta heurística para establecer la conexión entre la conservación de los ecosistemas, para

un manejo sostenible y el concepto de bienestar humano. Actualmente, la EEM propone el uso de

indicadores para conocer el estado de los ecosistemas que usa la humanidad (EEM, 2005) y, por

otra parte, propone categorías que capturan valores y percepción de la sociedad desde el punto de

vista de su bienestar.

De acuerdo con el informe de la EEM (EEM, 2005) los beneficios que provienen de los servicios

ecosistémicos se suelen clasificar en cuatro categorías:

1) Servicios de base (soporte) al proporcionar servicios como la formación de suelos, hábitat

para la biodiversidad (Gibson et al., 2011), ciclo de nutrientes (reciclaje ecológico), diversidad

genética.

2) Servicios de abastecimiento (provisión) por medio de materia prima (e.g. agua, minerales,

alimentos) para diversos sectores como el energético (e.g. leña), construcción, farmacéutico, etc.

3) Servicios de regulación con los procesos de infiltración de agua, la regulación climática, la

retención de los suelos y la captura del carbono (Asner et al., 2010).

4) Servicios culturales al aportar un sentido de pertenencia, identidad o experiencia espiritual a

los pobladores locales.

En esta investigación se analizan algunos instrumentos de política pública pertinentes al

aprovechamiento de los sistemas forestales en México, en particular aquellos dirigidos a una

actividad asociada a la degradación forestal, como se define a continuación.

Está ampliamente reconocido que los bosques contribuyen al desarrollo de las naciones al proveer

recursos como alimentos, vivienda, combustible, plantas medicinales, materiales para

construcción, entre otros (Borrego y Hernández, 2014; Lendo, 2011). En el ámbito local, el

deterioro de los sistemas forestales afecta directamente a la población rural por su alta

dependencia de los recursos naturales forestales (Maruyama y Morioka, 1998) y, por otra parte,

7
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en el ámbito internacional se reconoce la importancia de estos ecosistemas por su aptitud para

almacenar carbono y contrarrestar los efectos de GEI (Houghton et al., 2001).

En el caso particular de México existen 66 millones de hectáreas de superficie forestal arbolada

(SEMARNAT, 2021), es decir, una tercera parte de la superficie total. Esta superficie está

habitada mayormente por poblaciones rurales -con alrededor de 11 millones de personas- que

aprovechan los recursos y servicios de los ecosistemas forestales para subsistir y también

representan una fuente de ingresos monetarios (Borrego y Hernández, 2014; Merino, 2018). Al

igual que los recursos forestales de otros países en México existen dos presiones principales que

han contribuido a la reducción de masas forestales: la deforestación y la degradación forestal.

Según la definición de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la

Alimentación (FAO, por sus siglas en inglés) la deforestación se refiere a la conversión de

superficies forestales a cualquier otro uso no forestal en el largo plazo (e.g. agricultura, desarrollo

urbano, tala). Las principales causas de la deforestación se clasifican en directas (e.g. conversión

de bosques en tierras agrícolas y ganaderas, urbanización, explotación minera y petrolera, (Geist

y Lambin, 2002) e indirectas (e.g factores socio-demográficos como la expansión urbana, factores

económicos y políticos (Kaimowitz y Angelsen, 1997).

Los principales agentes asociados a los procesos de deforestación son las plantaciones

comerciales, la tala ilegal, la agricultura industrial, la industria minera y petrolera, agentes de

asentamientos urbanos o promotores de infraestructuras (Kissinger et al., 2012).

Un proceso distinto a la deforestación es la degradación forestal, comprendida de forma general

como una reducción en la calidad de bosques y en su capacidad para proporcionar servicios

ecosistémicos (i.e. consiste en cambios en la densidad y estructura de los árboles) (Ghazoul et al.,

2015). Aunque no hay un consenso en la literatura, pues existen varias definiciones de

degradación forestal, puede explicarse como un proceso que contribuye a la reducción en la

cantidad de biomasa del bosque (Skutsch et al., 2017; Bacchini et al., 2017) y reduce las

cantidades de carbono que los bosques pueden secuestrar, limitando su función como sumideros

de carbono (Ley General de Cambio Climático [LGCC], 2014).

Las causas de la degradación forestal están asociadas con el pastoreo de ganado a pequeña escala,

el sistema agrícola de roza-tumba-quema, la recolección de leña y postes para construcción, los
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incendios, las plagas, entre otras (Kissinger et al., 2012). Los agentes que contribuyen a la

degradación forestal son los propietarios de ganado en pequeña escala, los agricultores de

sistemas agrícolas migratorios (i.e. roza-tumba-quema), los recolectores de leña y postes y otros

usuarios del bosque (Hosonuma et al., 2012; Chidumayo y Gumbo, 2013).

Esta investigación pretende aportar evidencias de la conexión existente entre la legislación

vigente de México, el cambio ambiental que genera la producción de CV y su acoplamiento con

la EMM.

La demanda de servicios ecosistémicos (SE) aumenta el bienestar humano con la provisión de

materia prima (e.g. tala y transformación de madera para CV. Esta interacción entre humanos y

ecosistemas requiere la transformación de materia prima con el uso de tecnología, misma que

podría generar impactos ecológicos no deseados. El caso de la producción de CV implica también

identidad y tradiciones culturales de las comunidades que, impulsadas por la creciente demanda

externa y el crecimiento poblacional, deterioran los ecosistemas. Así, el punto de partida es que la

interacción entre población y ecosistemas puede causar degradación ambiental que, ante la

ausencia de regulación e instrumentos de política ambiental, podría llevar al cambio ambiental

local o global. Se propone el esquema de la figura 1 para el análisis.
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Figura 1. A partir de la EEM modificada que se propone, el enfoque teórico representa al cambio ambiental (i.e.
degradación forestal) como el punto de partida de interés para la política ambiental (flechas color gris) que se
analizan en esta tesis en trabajo de gabinete. Las dos flechas afectan directamente al estado de los servicios
ecosistémicos y a la sociedad, como dos sistemas en permanente interacción (flecha color blanco).

Este análisis toma como punto de partida el cambio ambiental producido por la degradación

forestal que puede provocar la producción de CV. Los servicios ecosistémicos se presentan en

cuatro categorías; así, los servicios de soporte consisten en el hábitat para especies y la

conservación de biodiversidad en los bosques que producen CV; de abastecimiento por la materia

prima disponible para la producción de biocombustibles; de regulación del clima, prevención de

erosión, captura de carbono, etc.; culturales, porque la forma de producir CV se ha transmitido

por generaciones, como herencia cultural. En la figura 1, las flechas de color gris señalan un

efecto existente entre los instrumentos de gestión identificados en los documentos oficiales

-dirigidos a la reducción de la degradación forestal-, y el estado de los servicios ecosistémicos, en

conjunto con la percepción que tiene la sociedad respecto a estas medidas legales existentes para

el uso y aprovechamiento de bosques.
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6. ANTECEDENTES

6.1 El carbón vegetal en México

Los bosques y selvas ocupan la tercera parte del territorio nacional, en estos espacios se ha

desarrollado una estrecha relación entre los pobladores y la naturaleza, por ello el

aprovechamiento forestal es una actividad común en todos los Estados de la República. De este

aprovechamiento -desde tiempos precolombinos- la leña y el CV han sido los dos

biocombustibles domésticos más importantes en el país (Serrano-Medrano et al., 2014). Pese al

paso del tiempo el CV se sigue produciendo en la mayoría de los Estados de la República con

técnicas tradicionales (Fig. 2), siendo un oficio aprendido por los hijos observando a sus padres y

abuelos, perpetuando conocimientos del aprovechamiento forestal y significados culturales de

generación en generación (Ramos et al., 2000; Gutiérrez, 2012).
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Figura 2. Línea de tiempo que muestra los acontecimientos más importantes que han marcado la historia de la
producción y el consumo del CV en México, en el último siglo. El símbolo ~ aclara que el acontecimiento no se
presentó en una fecha exacta, sino alrededor de esa década.

Aunque la llegada del petróleo, hace 80 años aproximadamente, a la mayoría de los hogares

rurales mexicanos desplazó poco a poco el uso de CV para la cocción de los alimentos, la

producción de este biocombustible fue adaptándose a las necesidades de la población y logró

mantenerse hasta nuestros días (Sandoval, 2017). Actualmente la gran mayoría del CV que se

produce en los bosques mexicanos se consume en las ciudades (tanto nacionales como

extranjeras), en el sector gastronómico. Mientras que en el norte del país se utiliza en restaurantes

establecidos, asaderos y rosticerías de pollo; en el centro y sur los puestos ambulantes de elotes,

tamales y hamburguesas son el principal destino del CV que se produce con técnicas tradicionales

en el país (Hernández, 2002). En la Ciudad de México, por ejemplo, el número de negocios que

venden carbón (carbonerías) ha disminuido considerablemente. Hace 40 años había dos en cada

colonia, ahora solo se mantienen carbonerías con gran tradición y que son buscadas por
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comerciantes específicos, en lugares como la Merced, la Central de Abastos, la Villa,

Azcapotzalco o el Centro (Ibídem). Aunque actualmente existen diferentes combustibles con

mejores capacidades caloríficas (Carrillo-Parra, et al., 2020) el CV se sigue utilizando porque

según sus vendedores y consumidores, les confiere un sabor especial a los alimentos (Sánchez,

1995). Por otro lado, el total de la producción de CV se puede vender, es decir, que no tiene

desperdicio, mientras los trozos más grandes se venden para cocinar, los pedazos más pequeños

(cisco, gravilla y granza, según su tamaño) también se pueden vender para la cosmetología, en la

medicina naturista y en la industria (Ibidem).

En México existe una amplia gama de CV, con diferentes características de dureza, porosidad,

fragilidad, combustibilidad, granulometría, carbono fijo, humedad, material volátil y cenizas,

porque proviene de diversas especies (Montelongo et al., 2020). La principal materia prima para

producir CV en México es la madera de encino (género Quercus) y del ébano (Ebenopsis sp.),

preferidos por producir un carbón con mejor dureza, durabilidad y tamaño; aunque también se

produce con mezquite (Prosopis sp.), huizache (Vachellia farnesiana), pino (Pinus sp.), capulín

(Prunus serotinanativa), tepozán (Buddleja cordata) y madroño (Arbutus unedo) (Hernández,

2002). Cabe mencionar que todas las especies de madera pueden ser utilizadas para la producción

de CV, porque algunos pobladores "limpian" sus bosques recogiendo las ramas en exceso y

aprovechándolas para hacer carbón (Sánchez, 1995).

En cuanto a las técnicas de elaboración, en México existen tres tipos de hornos en los que se

produce CV, cada uno ofrece diferentes ventajas y desventajas. El horno tradicional de tierra es el

que utilizan la mayoría de los pobladores de los bosques, que no cuentan con permisos de las

autoridades para elaborar carbón; ya que es barato, desmontable, tarda aproximadamente quince

días en producir carbón y es el horno que los pobladores de los bosques han aprendido a elaborar

por enseñanzas de sus mayores (padres, abuelos, hermanos, primos, tíos, etc), no obstante

también ofrece menos rendimiento (necesitan más madera para elaborar una cantidad de carbón

determinada), emite gases dañinos para la salud pulmonar de los productores y tiene un alto

riesgo de "quemarse" y perder toda la producción y el trabajo de los productores (FAO, 2017).

Por su parte, los hornos de ladrillo han logrado posicionarse como los predilectos para los

productores industriales y que cuentan con todas las autorizaciones de aprovechamiento forestal,

ya que producen un carbón de buena calidad, tienen mejor rendimiento en menos tiempo de
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producción y provocan menos enfermedades respiratorias en los productores (CONAFOR, 2017).

Finalmente, los hornos metálicos son utilizados por productores tanto formales (que cuentan con

la autorización de aprovechamiento forestal) cómo informales; este tipo de horno ofrece la

ventaja de ser desmontable y de fácil armado en el sitio de producción, pero tiene la desventaja de

tardar más en el proceso de carbonización, por último, hay que señalar que es más costoso que el

de tierra, pero menos que el de ladrillo (CONAFOR, 2021).

La producción de CV se ha mantenido debido a que representa una fuente de ingresos que

contribuye a la manutención de los pobladores y sus familias, que en tiempos de dificultad

económica ha solventado la economía familiar rural (Fernández, 2012). En México la

información recabada por la SEMARNAT y emitida en los Anuarios Estadísticos Forestales nos

indica que hay un incremento en la producción de CV (Figura 3). Cabe aclarar que antes del año

1998 los Anuarios se publicaban por la Secretaría de Medio Ambiente, Recursos Naturales y

Pesca; mientras que, en los datos anteriores a 1999 se contabilizaba la leña y el CV juntamente.

Es importante destacar que, estas cifras son las oficiales, pero no se tiene claridad en el país sobre

la cantidad real que se produce de CV, ya que casi todo se hace sin seguir el marco jurídico y por

lo tanto no se documentan las cantidades exactas (Camou et al., 2014), esto afecta las

proyecciones nacionales para cumplir objetivos de degradación forestal, planes de manejo o

conteo de emisiones de gases de efecto invernadero (GEI) (FAO, 2017).

Según las cifras del gobierno de México, para el 2018 el valor monetario que el CV aportaba al

país ascendía a los 400 millones de pesos (Fig. 3). Respecto al costo del CV al consumidor final

($8.00 a $12.00 en lugares pequeños y que proviene de técnicas tradicionales, hasta $45.00 en

supermercados y que proviene de empresas industriales, por kilogramo) varía según la especie de

procedencia, si el carbón ha sido separado por si tamaño, el lugar de elaboración, si la extracción

de madera, la elaboración, el almacenamiento y el transporte del carbón cuentan con las

autorizaciones competentes, la época del año de producción y venta, si hay un intermediario o es

el productor él que vende, y el lugar donde se venda (Hernández, 2002). A pesar de ello, las

ganancias que produce el CV no es equitativa para todos los productores del país. La ganancia

monetaria varía dependiendo de varios factores; como son: si el productor es propietario del

bosque donde produce (pocos casos), si cuenta con la autorización de aprovechamiento forestal,

si es el que almacena y distribuye el CV hasta su consumidor final o lo vende a distintos
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intermediarios, por último, si el productor solo se dedica a hacer CV o se emplea en otras

ocupaciones remuneradas. Generalmente, el precio al que se vende el CV al consumidor final es

hasta 4 veces mayor que el precio que recibe el productor primario (Hernández, 2002).

Figura 3. Producción del CV (m3r) y valor de la producción de CV en México (en pesos corrientes) de 1999 a 2018.
Fuente: Elaboración propia a partir de los Anuarios Estadísticos Forestales de la Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales (SEMARNAT 1999-2018).

La Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo (ENOE) realizada por el Instituto Nacional de

Estadística, Geografía e Informática (INEGI) publica un panorama general de la situación

económica de los productores de CV mexicanos que pertenecen a una industria. Para el 2022,

había en el país 7580 productores, con una edad que rondaba los 50 años, con un salario

promedio de $4660 al mes por seis días trabajados por semana (36 horas semanales) y con un

promedio de escolaridad de 5 años (ENOE, 2022). Cabe destacar que está información se refiere

a encuestas que generalmente se realizan en las industrias bien establecidas que hay en México y

no refleja la realidad de los productores que no cuentan con las autorizaciones correspondientes;

porque este tipo de encuestas tiene el sesgo de que algunos pobladores sin permisos ocultan

información en las respuestas que dan por el miedo a que los cataloguen y sean tratados como

ilegales, mientras que otros se abstienen de responder toda la encuesta. Sin embargo, la ENOE

muestra que los mejores salarios promedio para productores de CV son Sinaloa ($8000),

Tamaulipas ($7000) y Oaxaca ($5000); y respecto los estados con mayor número de productores
15
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son Tamaulipas (1970 productores), Sonora (1920 productores) y Veracruz (1050 productores). El

gobierno asume que la forma más sustentable de producir CV, que proporciona desarrollo social y

económico al mismo tiempo que conserva el patrimonio natural, es en las grandes industrias de

estos Estados, sin embargo, se ha observado que existen en el país algunos bosques que son

aprovechados de manera sostenible por sus pobladores, aunque no cuenten con las autorizaciones

correspondientes ni Planes de Manejo oficiales. Son los conocimientos culturales de los

pobladores y sus familias los que les permiten aprovechar y cuidar sus territorios (Camou et al.,

2014). Sí no cuentan con los permisos gubernamentales es debido a otros factores, el investigar

estos motivos está fuera del alcance de este texto y se propone para futuros análisis.

6.2 El marco jurídico forestal mexicano y los productores de CV

A partir del año 1988, cuando entró en vigor la Ley General del Equilibrio Ecológico y la

Protección al Ambiente (LGEEPA) ha cambiado la forma de aprovechamiento forestal en el país,

de acuerdo con opiniones de los productores. El marco jurídico ha impactado directamente en la

vida de los pobladores y sus familias; también modificó el manejo de sus bosques desde tiempos

de sus ancestros (Ramírez, 2014). Esto ha contribuido a que cerca del 90% de los productores de

CV no sigan el marco jurídico, es decir, no cuentan con las autorizaciones estipuladas por las

instancias gubernamentales (Camou et. al., 2014).

En México, la forma de aprovechamiento forestal y la relación que tienen los pobladores con sus

bosques es un amplio espectro de saberes, prácticas y tradiciones, mientras que el marco jurídico

es uno solo y debe aplicarse a todo el territorio nacional, por tanto, no respeta ni considera la

particularidad y las significativas diferencias entre ejidos, comunidades, estratos socioeconómicos

o Estados de la República (Gerritsen, 2010). Aunado a esto, las condiciones ambientales de cada

territorio difieren y las leyes no consideran estas diferencias (Gerritsen et al., 2003). Aunque

algunas leyes estatales han intentado considerar sus particularidades en sus normativas, la

mayoría de los Estados de la República no cuentan con leyes ambientales propias (Ramos et al.,

2000).

Actualmente, las políticas forestales se han esforzado por incentivar y reconocer la capacidad de

autogestión de comunidades y ejidos. Cada vez se dedican más esfuerzos a que sean los propios
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pobladores los que tomen las decisiones de conservación y aprovechamiento forestal (Cano,

2017). En parte, porque se ha observado que el involucramiento de los pobladores está

directamente relacionado con el desarrollo económico y social de los hogares rurales y de la

conservación y restauración ambiental (Ramírez, 2014). Sin embargo, aún algunos pobladores

creen que las leyes no han servido porque el bosque se sigue degradando y las condiciones de

vida tampoco han mejorado (Ibidem). Algunos también consideran que el marco jurídico

desestabiliza sus prácticas de aprovechamiento forestal y sus significados culturales, por un lado,

sienten aversión por leyes impuestas y ajenas a ellos, por otro lado, al mismo tiempo quisieran

acceder a apoyos monetarios y de asistencia que otorga "el gobierno" (Gerritsen et al., 2003).

Para algunos ejidos y comunidades las autoridades son un ente externo que tiene una visión y un

juicio diferente al de ellos, con unos intereses propios y que solo les plantea exigencias y limita el

acceso a sus recursos naturales; mientras que los pobladores tienen una perspectiva basada en

experiencias previas, tienen demandas específicas y prioridades urgentes que atender (Cano,

2017). También ha sido determinante las malas experiencias previas que algunos productores han

tenido con el incumplimiento de los acuerdos por parte de autoridades pasadas (Gerritsen, 2010).

Además, hay barreras culturales, de educación y económicas que limitan el acercamiento de los

productores de CV a la legislación vigente (Gerritsen et al., 2003). Después, en la vida práctica,

generalmente los pobladores y sus familias se cuestionan cómo adaptarse a las leyes, cómo

obtener herramientas que les permitan sobrevivir y no se preguntan cómo o porqué se han dado

los cambios ambientales, de ahí que no se sientan parte de las soluciones que les plantea el

gobierno para conservar sus bosques (Ibidem). Otra situación que abona a las rupturas que han

tenido las poblaciones rurales con las autoridades gubernamentales son aspectos sociales que no

tienen que ver con cuestiones ambientales sino culturales y que son igualmente importantes y

determinantes. Algunos ejemplos de estas situaciones son las costumbres arraigadas en los

oficios y roles que debe de tener cada miembro de la comunidad, la importancia de ver mejoras

inmediatas, el temor a perder las tierras o "enfermar" los bosques que son un eje fundamental en

su vida, la añoranza de un mundo pasado (en el que crecieron o les contaban sus abuelos) y que

ya no existe, la necesidad de reconocimiento a los productos que ellos mismos elaboran con sus

manos, la desconfianza a los agentes externos y la dificultad para trabajar en equipo (Gerritsen,

2010). Aunado a esto las leyes forestales, los lineamientos fiscales (multas que se deben pagar a
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la Secretaría de Hacienda y Crédito Público) y las acciones punitivas (Sanciones de la

Procuraduría Federal de Protección al Ambiente (PROFEPA)) están desvinculadas. Por su parte,

las autoridades de administración pública federales, estatales y municipales tampoco están bien

coordinadas y en abundantes ocasiones se contradicen entre ellas; representando todo un ente sin

distinción entre instituciones a la vista de los pobladores (Ramírez, 2014). Finalmente, los

productores en ocasiones difieren con el gobierno sobre las causas y consecuencias de la

degradación y el cambio en sus bosques (Gerritsen et al., 2003).

Por todo lo anterior, es necesario implementar políticas particulares para un territorio específico y

con visión a largo plazo, que consideren la riqueza ambiental y cultural de aprovechamiento

forestal (Merino, 2004), y eso solo se logra conociendo y valorando las dinámicas culturales que

se han tejido en torno al aprovechamiento forestal (Azuela, 2006). Sobre esto, es necesario que el

diseño e implementación del marco jurídico reconozca la complejidad de circunstancias que

intervienen en una situación ecológica concreta (Cano, 2017). Se requiere considerar a diferentes

actores, como los gestores forestales, los productores y sus familias, los transportistas y

comercializadores de CV y los académicos y técnicos, para coordinar iniciativas encaminadas a

elaborar una cadena de valor sostenible para este biocombustible, clarificando las atribuciones de

las partes interesadas y proponiendo iniciativas intersectoriales espacial y temporalmente amplias

(Aguilar et al., 2015; FAO, 2017). También es necesario aprender de los manejos de conflictos

previos y de cómo negociar mediante un proceso participativo, que permita combinar el

desarrollo de las comunidades rurales y la conservación ambiental (Azuela, 2006). Se entiende

que es un trabajo que requiere abundantes recursos humanos y económicos, sin embargo, las

pérdidas ambientales y monetarias que han provocado las políticas públicas ineficientes son

mayores (Fernández, 2012).

6.3 Historia de la transformación de las normativas forestales en México

Las normativas dirigidas al sector forestal en México han estado presentes desde hace casi cien

años. En este tiempo ha existido una diversidad de mecanismos aplicados para su regulación y

cada uno ha cambiado el rumbo del sector forestal nacional. La administración gubernamental

mexicana ha sido central en la toma de decisiones y, por tanto, ha determinado cómo ha sido el

manejo y aprovechamiento de bosques durante los últimos cien años.
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Para conocer el proceso de transformación de los bosques mexicanos se presenta un resumen de

los principales cambios a partir de cinco etapas (y siete leyes con sus reglamentos) que marcaron

el manejo forestal mexicano desde una perspectiva histórica.

6.3.1 Política proteccionista: primera legislación forestal e inicio de la regulación
forestal en México (1926).

En el período posrevolucionario un grupo de científicos mexicanos mostró gran preocupación por

el deterioro ambiental y los potenciales efectos para la producción agrícola, así como los efectos

para la salud (Boyer, 2007). Estas preocupaciones recibieron la atención del gobierno de Plutarco

Elías Calles, quien decidió iniciar acciones para promover la conservación forestal. Miguel Ángel

de Quevedo era un personaje destacado en la vida política de México y tenía el respaldo de

ingenieros forestales influyentes. Quevedo planteó propuestas para regular y reforzar la vigilancia

del uso de los bosques, entre éstas la creación de la Sociedad Forestal de México en 1921 para la

regulación forestal y fomentar el desarrollo de las clases campesinas. Esta Sociedad se conformó

por ingenieros forestales y planteó medidas de preservación de bosques con el uso de

instrumentos de ingeniería social-silvícola, aunque su principal argumento sostenía que los

campesinos eran los responsables del 80% de la deforestación de los años previos; era necesaria

la creación de leyes para fomentar el uso racional de bosques y crear una cultura de protección

ambiental.

La creciente demanda de los consumidores urbanos por el CV para uso doméstico en la etapa

posrevolucionaria llamó la atención de esta Sociedad, que criticó la forma tradicional de producir

CV como ineficiente, obsoleta y antihigiénica (Vitz, 2018). Una década después, la Sociedad

culpó también a las compañías madereras extranjeras de la tala de bosques en México, aunque

según la Sociedad, los campesinos eran la principal amenaza, pues no sabían gestionar sus

bosques (Barton y Merino, 2005).

Para contribuir al desarrollo de la clase campesina, la Sociedad Forestal Mexicana plasmó sus

ideas en la legislación con la creación de la primera ley forestal de 1926. El propósito era regular

la conservación de bosques en todo el país con un fundamento científico y promover los estudios

especiales en el ámbito forestal (Mallén, 2011). Esta ley incluía una guía forestal que controlaba

el uso de herramientas autorizadas para extraer madera, y un estricto control en cada etapa del

aprovechamiento, incluido el transporte. Además, todo aprovechamiento había de ser formal,
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ordenado y organizado por productores en cooperativas para facilitar la vigilancia (Barton y

Merino, 2005).

A partir de 1934, la administración de un gobierno socialmente intervencionista al mando de

Lázaro Cárdenas creó el Departamento Forestal y de la Caza para reforzar la conservación de

bosques y mejorar el uso de estos recursos en las zonas rurales. El gobierno nombró a Miguel

Ángel de Quevedo director de este Departamento. En este período se ampliaron las vedas

forestales para recuperar bosques y se multiplicaron las cooperativas en todo el país para un

aprovechamiento organizado; pero ni las vedas ni las cooperativas tuvieron el éxito esperado.

Entre otros resultados se registró por primera vez una escasez de CV favoreciendo el uso de otros

combustibles (Vitz, 2018, p. 210). La figura 4 muestra una propaganda utilizada en ese período.

20



UNA REVISIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS DIRIGIDAS AL MANEJO SOSTENIBLE DE BOSQUES EN LOS QUE SE PRODUCE CARBÓN VEGETAL

Figura 4. Propaganda de la década de 1940 promoviendo el uso de estufas de petróleo en los hogares

mexicanos.

Las propuestas de conservación forestal del gobierno y del director del Departamento Forestal

diferían. El primero privilegiaba el uso tradicional campesino de los bosques, y el segundo era

partidario de restringir el acceso forestal a los campesinos bajo un fundamento científico. Una
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situación concreta se dio cuando el Departamento Forestal cedió frente al gobierno. El

Departamento Forestal renunció a su idea de imponer hornos metálicos para modernizar el

proceso de producción de carbón, a cambio, estableció un impuesto sobre su producción y su

traslado. Fue así como se despojó paulatinamente el derecho a la población rural del

aprovechamiento forestal, con la aún persistente acusación hacia los pobladores como los

responsables de la destrucción de los bosques de México (Vitz, 2018).

Hacia el fin de la década de 1940 el gobierno redistribuyó más de 18,000,00 de hectáreas entre

ejidatarios, con una parte importante de cobertura forestal (aproximadamente 70%), de manera

que los bosques quedaron bajo el control de campesinos. En ese período la producción de CV

aumentó un 40% (Vitz, 2018) y al final de esta etapa el Departamento Forestal se disolvió.

6.3.2 Desregulación y conservación: legislaciones forestales para la provisión de la
industria forestal nacional (1943 – 1970).

A partir de 1940 el potencial para la producción maderable del sector forestal cobró importancia

para el gobierno nacional como motor de desarrollo para el país. En la siguiente década, la

sustitución de importaciones fue la estrategia de México para favorecer el consumo doméstico y

este modelo garantizó el consumo interno de productos maderables mexicanos (Cruz y Herrera,

2011).

La segunda Ley Forestal de 1943 requería una frecuente intervención del gobierno para la

cancelación de algunas vedas forestales del pasado, mientras otorgaba grandes concesiones

forestales a compañías madereras para abastecer la industria forestal (i.e. producción de celulosa

y papel). Por otra parte, el gobierno decretó nuevas vedas en los bosques no concesionados para

contrarrestar la deforestación. La creación de las Unidades Industriales de Explotación Forestales

(UIEF) consolidó la industria forestal en México, de esta manera, las comunidades sólo podían

vender las extracciones del plan de manejo a las UIEF. A medida que iba en aumento el número

de UIEF, iba reduciendo el número de cooperativas creadas antes de 1940.

Las concesiones otorgadas detonaron talas excesivas debido a fuertes intereses de las operaciones

madereras por parte de la explotación privada, las organizaciones de productores regionales y la

participación de corporaciones paraestatales a gran escala (Boyer, 2007). Esta situación sentó las

bases para los programas de aprovechamiento forestal de México, que requería el levantamiento
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de inventarios forestales. La tercera ley forestal de 1948 creó un registro nacional forestal y el

Fondo Forestal para incorporar criterios de reforestación, así como promover campos

experimentales para cultivar y estudiar especies locales en distintas regiones ante el deterioro

forestal que causó el abastecimiento de la industria maderera (Mallén, 2011). En la década de

1960 fue necesaria una nueva y cuarta ley forestal de 1960 para consolidar la industria forestal

estableciendo una buena administración y regulación. En esta ley se abordaba la conservación, el

aprovechamiento y la restauración.

6.3.3 Política de desarrollo social: esquemas de desarrollo agrícola de comunidades
forestales mexicanas (1971 – 1988).

En la década de 1970 el gobierno optó por un acercamiento y atención hacia las comunidades

para permitir, por primera vez, que los ejidos y comunidades tuvieran el manejo de los recursos

forestales. En esta década el gobierno pretendía evitar las restricciones y opresiones de las cuatro

leyes forestales previas (1926, 1943, 1948 y 1960), para ello, se fortalecieron las comunidades

agrarias por medio de apoyos a la producción y el fomento al desarrollo comunitario. El gobierno

pretendía alcanzar la autosuficiencia alimentaria con la estrategia de aumentar la superficie

agrícola y ganadera con el Programa Nacional de Desmontes, medida que resultó en más de un

millón de hectáreas deforestadas en los próximos diez años (entre 1972 y 1982) (Limón, 2020).

Este programa no requería una autorización para talar, sin embargo, se deforestaban grandes

superficies con maquinaria y registraban un acta solo con los árboles talados que requerían

transporte (i.e. un permiso para transportar madera). Los restos que permanecían en el predio, se

quemaban.

En la década de 1980 se introducía por primera vez un eje ecológico al Plan Nacional de

Desarrollo, con estrategias dirigidas al uso de los recursos naturales. En 1982 se creó la Secretaría

de Desarrollo Urbano y Ecología (SEDUE) y se promulgó la Ley Federal de Protección al

Ambiente para hacer cumplir las leyes y dar una orientación clara y ordenada a la política

ambiental de México. La nueva y quinta legislación ambiental de la ley forestal de 1986 canceló

las concesiones forestales otorgadas a compañías madereras entre 1941 y 1960. Esta ley también

fomentó la investigación científica forestal y fijó los objetivos del Instituto Nacional de

Investigaciones Forestales, Agrícolas y Pecuarias (INIFAP, creado en 1958).
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En 1988 se publicó la Ley General para el Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente

(LGEEPA) en el Diario Oficial de la Federación, y fue la primera ley federal central que afectaría

a los bosques -vigente hasta el presente- y de especial importancia para el cuidado ambiental,

tutelada por el derecho. Con esta ley se introducían los instrumentos de política ambiental en

México y se respondía a acuerdos internacionales como la Cumbre de la Tierra y el discurso del

informe Bruntland.

Desde la publicación de la LGEEPA, se establecieron siete reglamentos -con instrumentos de

política para la gestión ambiental-. La LGEEPA también surgió a partir de demandas sociales

para frenar el deterioro ambiental que afecta la vida de la población. El objetivo de esta ley fue

promover el desarrollo sustentable, garantizar el derecho de un ambiente sano para la población e

implementar instrumentos que regulen la actividad económica mientras se previene el daño al

ambiente. Además, la LGEEPA definía por primera vez el ambiente, la naturaleza, la ecología,

los recursos naturales y el aprovechamiento racional (Azuela, 2006). La LGEEPA coordinaba al

gobierno federal, estatal y municipal en materia ecológica y garantizaba los derechos de las

comunidades como propietarias de los recursos forestales (Ávalos et al., 2019).

La LGEEPA definía los instrumentos económicos en materia ambiental en el artículo 22 para

distinguir entre instrumentos de mercado (subsidios, certificaciones forestales, programas de pago

por servicios ambientales, certificados de emisión negociables, etc.), fiscales (gravámenes y

ayudas fiscales) y financieros (fondos, fideicomisos, fianzas, depósitos de buen fin, seguros que

cubren los daños ambientales, créditos blandos, etc.).

6.3.4 Política neoliberal aprovechamiento sustentable de la nueva legislación forestal
(1989 – 2000).

En la década de 1990 al 2000 el gobierno central estableció el propósito de fomentar la

producción agrícola. Como resultado, la superficie con cultivos aumentó en 2.3 millones de

hectáreas. En el mismo período la legislación forestal se proponía conservar la superficie forestal,

aunque sin éxito y en 1991 se creó el Instituto de Ecología, mientras que en 1994 se creó la

PROFEPA, para vigilar y frenar la tala ilegal. La sexta ley forestal de 1992 anuló antiguas normas

que restringían o impedían el aprovechamiento y la comercialización de la producción forestal.

Como resultado, aumentó la tala ilegal y el número de aserraderos clandestinos. Para contrarrestar
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estos efectos, se reformó la LGEEPA en 1996, que planteaban la creación de inventarios de

emisiones y el derecho a tener información sobre el estado del ambiente. Con el mismo propósito,

surge la ley forestal de 1997 que pretendía acoplar esta ley forestal a las reformas de la LGEEPA,

es decir, impedir la deforestación y reconocer la importancia de los recursos forestales con la base

del desarrollo sustentable e incorporando la participación de la población local (Castañeda, 2006).

La ley forestal creó el Registro Forestal Nacional para evaluar las tasas de deforestación (junto

con el inventario forestal nacional). Por otra parte, los cambios para reducir los trámites

administrativos incluidos en la ley forestal de 1997 tenían el propósito de incentivar la inversión y

la reforestación. Así, el ocaso del siglo XX se caracterizó por el aprovechamiento del sector

forestal bajo un enfoque sustentable para contribuir a mejorar el medio ambiente. En este marco,

se promovieron acciones de conservación y restauración. Y aunque cada administración

implementa leyes, rara vez se evalúa su impacto y por lo tanto no se puede hacer un correcto

diagnóstico para mejorar.

6.3.5 Desarrollo forestal sostenible (2000 – 2014).

Las nuevas preocupaciones globales en torno a la adaptación y mitigación del cambio climático

marcaron el eje rector en este período. La creación de la Comisión Nacional Forestal

(CONAFOR) en 2001 tenía el propósito de fortalecer el sector social, concretamente a los

productores, y otorgar un valor agregado a los productos forestales. La CONAFOR impulsó los

Ordenamientos Territoriales Comunitarios para que el manejo de bosques fuera autogestionado

por los pobladores e implementó el Programa de Pagos por Servicios Ambientales (PSA) en áreas

elegibles a partir del 2003 (Arias, 2006).

En 2003, se modifica y adecúa la legislación para dar lugar a la ley forestal de 2003, con el

nombre de Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable (LGDFS), con el objetivo de

coordinar la investigación forestal. Esta sería la segunda ley federal central que afectaría a los

bosques -además de la LGEEPA- dirigida a detener la ilegalidad y vincular a los bosques el agua,

suelo y la biodiversidad, así como promover de manera sustentable el aprovechamiento forestal y

la generación de empleo. La LGDFS se contrapone a algunas propuestas a otras leyes dirigidas a

promover el desarrollo agrícola y pecuario de México, además, esta ley toma en cuenta y respeta

el tipo de tenencia de la tierra, e.g., ejidos, comunidades, propiedad privada o el gobierno, es
25



ELDA ITZEL CARRASCO GARCÍA

decir, sin afectar al régimen de propiedad (Ávalos et al., 2019). Esta ley establece de forma

obligatoria la documentación para acreditar la procedencia legal de materias primas forestales,

como la producción de CV. La documentación requerida incluye comprobar que este

biocombustible proviene de plantaciones forestales y aprovechamientos legales.

Algunos subsidios gubernamentales que han tenido fuerte impacto en la historia reciente del

aprovechamiento de los bosques en México son: ProArbol (2007) que proponía fomentar la

conservación y restauración de los bosques y se renombró en el 2014 por Programa Nacional

Forestal (PRONAFOR). En el 2010 la Visión de México para REDD+ (reducción de las

emisiones debidas a la deforestación y la degradación de los bosques propone acciones para

frenar y revertir la pérdida de cubierta forestal, además, tiene atención sobre la degradación

forestal, es decir, comprende actividades que producen degradación forestal, como la producción

insostenible de CV. Por su parte, la Estrategia Nacional de Incremento a la Producción

Sustentable (ENAIPROS) (2012-2018) también contribuyó al aumento de la producción forestal.

A partir del 2016 disminuyó considerablemente el presupuesto de apoyos monetarios para el

Desarrollo Forestal Sustentable de la CONAFOR, así que el sector forestal disponía de menores

recursos para operar. En 2018 se reformó la LGDFS del 2003 y el respectivo reglamento se

publicó en el 2020.
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7. METODOLOGÍA

Para abordar un problema complejo se deben de considerar diferentes métodos y conceptos de

diferentes disciplinas (García, 2006). Se intentó cubrir la producción de carbón vegetal (CV)

desde distintos enfoques. Se consideraron los puntos de vista del mayor número posible de

actores que intervienen en la cadena de valor del CV para complementar el análisis.

Primeramente, se exploraron todos los trámites y permisos de autorización actuales que exige la

Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (SEMARNAT) para poder producir CV, en

la página web unificada del Gobierno de México, que es el sitio al que se debe acudir para

realizar cualquier trámite del Estado en México. Posteriormente se hizo una investigación

documental de todas las legislaciones competentes sobre el CV, al descubrirse que el marco

normativo mexicano no está dirigido específicamente al CV, sino que se inserta como parte del

aprovechamiento forestal, se amplió la búsqueda a la legislación forestal mexicana. Para ello la

página web www.diputados.gob.mx fue fundamental, al contar con los documentos oficiales y

más actualizados de toda la legislación mexicana.

Después, se realizó una búsqueda sobre políticas públicas ambientales mexicanas en libros,

revistas indexadas, artículos científicos y periodísticos, videos, memorias de congresos,

seminarios y talleres, páginas web de organizaciones gubernamentales y civiles; buscando una

perspectiva integral sobre la visión que tiene el Gobierno de México sobre el aprovechamiento

forestal mexicano y el cuidado de sus bosques, como un patrimonio que permite u obstaculiza el

desarrollo de las comunidades rurales del país.

La revisión de políticas públicas forestales en México, sus instrumentos y el marco jurídico

aplicable a ecosistemas forestales en los que se produce CV fue un componente central en esta

investigación. La información relevante se obtuvo a partir de trabajo de gabinete que consistió en

una revisión de documentos mexicanos oficiales (Constitución, Leyes, Reglamentos, Programas,

Planes Nacionales, decretos, normativas, orientaciones de políticas y de instituciones oficiales

mexicanas) que intervienen en el diseño de acciones intencionales, es decir, orientadas a cumplir

un objetivo de interés público y también causales, al tratarse de acciones cuyo objetivo es la

resolución de un problema para la sociedad.
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El propósito fue identificar y revisar a profundidad las normativas gubernamentales que

repercuten en el manejo sostenible de los ecosistemas forestales. En esta revisión, se consideró un

período que permitiera comprender el proceso de transformación del manejo de estos ecosistemas

particularmente en los últimos 25 años, es decir, cuando México aumentó su participación en

acuerdos y tratados internacionales que comprometían al país a realizar acciones en favor de la

protección ambiental, de manera que implicó cambios en la política pública mexicana para

acoplarse a los discursos ambientales internacionales dominantes.

Se visitaron cuatro Estados de la República para hablar con autoridades pertinentes y productores

de CV, y así conocer una panorámica general de la producción de CV en México. También se

asistió a talleres y seminarios impartidos por locatarios, académicos y CONAFOR durante el año

2017 y 2018. Estos encuentros permitieron tener una idea sobre el estado actual de la producción

de CV.

Para conocer las cifras oficiales sobre la producción de CV se revisaron los Anuarios Estadísticos

Forestales presentados por la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (SEMARNAT)

y se compiló toda la información sobre el CV en una tabla y sus gráficas correspondientes.

También se accedió a la página web

https://www.economia.gob.mx/datamexico/es/profile/occupation/productores-de-carbon-vegetal

donde se presentan los datos obtenidos en la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo (ENOE)

sobre los productores de CV del país.

El acercamiento al objeto de estudio y la redacción del documento final se abordó desde

diferentes disciplinas para retratar la complejidad de la producción de CV y tratando de seguir los

fundamentos de la transdisciplina en las Ciencias de la Sostenibilidad. Se pretende aclarar con

este documento que, a pesar de las opiniones negativas que muchos actores tienen sobre la

producción de CV, es un oficio fundamental que forma parte de la dinámica de los bosques en

México y que puede tener dos rutas de desenlace: (1) producir desde la informalidad (sin seguir el

marco jurídico) con la consecuente contribución a la degradación forestal y a la emisión de gases

de efecto invernadero; (2) procurar un acercamiento real a los productores y sus familias, atender

sus necesidades básicas y comprender su perspectiva para caminar hacía la conservación de los

bosques mexicanos, enfatizando que la literatura indica proyecciones donde la producción de CV

se seguirá elaborando, en mayores cantidades en todo el territorio nacional.
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8. CAPÍTULO I: POLÍTICAS PÚBLICAS FORESTALES Y SUS
INSTRUMENTOS

8.1 Políticas públicas

Las políticas públicas son un marco base con las que un país se posiciona frente a un tópico

determinado. Son una visión, una posición oficial con las que el gobierno de un país dirigirá un

tema relevante para su nación (FAO, 2010). Esta visión, generalmente se especificará en un

documento oficial y a partir de él se desprenden acciones específicas, estrategias e instrumentos

de política pública que dirijan a la población bajo un enfoque marco. Sin embargo, es común que

algunos países resuelvan situaciones según se van presentando, decidiendo con los instrumentos

que les parecen más adecuados en ese momento, para luego crearse una visión general sobre el

tema; es decir, pasan de un instrumento de política pública a la política pública propiamente dicha

(Márquez, 2017).

A través del diseño de las políticas públicas se puede indicar la dirección que tomará el país, con

metas particulares y propuestas en un tiempo para cumplirse. La política también puede ser

emitida por diferentes organismos y surgir por diversas situaciones; al no poseer fuerza jurídica

vinculante son una orientación de cómo alcanzar metas específicas. Las políticas públicas se

adaptan a cambios circunstanciales, sociales y culturales porque son generales y van

evolucionando conforme la realidad del país va cambiando (FAO, 2010). Por lo tanto, requieren

de un ejercicio de investigación, percepción y reflexión (Egea, 2006).

En la teoría, las políticas públicas buscan resolver una necesidad social y proporcionar algunos

satisfactores colectivos, pero en la práctica las políticas públicas en ocasiones no logran un

cambio estructural significativo que permita remediar la pobreza o las prácticas que deterioran el

ambiente (Márquez, 2017). En el caso concreto de la política ambiental mexicana reciente, se ha

girado alrededor del concepto de desarrollo sustentable y en el entendido de que el ambiente

puede soportar un límite de daño (Escalante y Aroche, 2003). Actualmente, las políticas públicas

pueden acercarse a la información técnica y científica disponible para maximizar los resultados

positivos en su implementación (Egea, 2006).
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Las políticas públicas tienen un ciclo (Fig. 5) que inicia con el diagnóstico del problema o

situación y la determinación de los objetivos. Posteriormente se establecen los instrumentos más

apropiados para abordar esa situación en específico. Finalmente, se implementarán los planes y

las estrategias concretas (Escalante y Aroche, 2003). Algunos autores consideran que aunado a

esto se debe contar con una evaluación de la política pública que permita reiniciar el ciclo con

una visión completa de la situación que inició la política (FAO, 2017). Este ciclo tiene una visión

a largo plazo y conforme cambian los períodos gubernamentales se nutre de diferentes puntos de

vista, también tiene la bondad de poder entregar informes que legitiman su transparencia (Egea,

2006).

Figura 5. Esquema que sintetiza el Ciclo de política pública, con particular acercamiento a las políticas
públicas forestales, detallando la importancia de cada una de sus etapas. Donde se enfatiza que es un
proceso intrincado, con la entrada y salida de diferentes matices. Este esquema se construyó a partir de las
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publicaciones de FAO (2017), Van Meter y Van Horn (2007), Cano y Lazos (2017), Márquez (2017) y
Cardozo (2012).

Cada uno de los elementos del ciclo de política pública es fundamental para que se alcance el

éxito, y es un proceso de negociación y conocimiento entre los actores sociales y los actores

gubernamentales. Durante este ciclo se va conociendo y profundizando en la problemática

determinada, los actores van explicitando sus razones, alcances, límites y objetivos, que van

reforzando y evolucionando conforme cambia su realidad (Egea, 2006). Por lo anterior, se van

tejiendo redes que permiten la interacción de varios actores que abonan a la construcción de las

políticas públicas en la actualidad (Ibidem).

Recientemente, toma cada vez más fuerza, una nueva gestión pública, donde las políticas se

formulan con un análisis profundo de su impacto en la sociedad, usando métodos cualitativos y

cuantitativos en cada etapa de su ciclo (Egea, 2006). No obstante, en algunas ocasiones el ciclo de

política pública persiste como un proceso muy lento o que se mantiene en la implementación sin

que se evalúe o se vuelva a iniciar (FAO, 2017). Sin embargo, aunque no exista una evaluación

formal, las políticas evolucionan invariablemente porque las situaciones también cambian

(Cardozo, 2012). En las políticas ambientales, por ejemplo, se han insertado temas que antes no

se mencionaban, como la absorción de carbono en un bosque o el control de la erosión y del

clima. Otro avance notable es que antes las políticas eran más descriptivas de las tareas públicas

del gobierno, ahora involucran casi por igual a las ONGs, a la academia y a la sociedad en

general (FAO, 2017). Para algunos autores, el ciclo de política pública no es lineal, en la realidad

es sólo un marco base o de referencia, que es dinámico y fluido, donde las decisiones y los

procedimientos van evolucionando, donde las etapas se superponen, se pasan por alto, se

anticipan, se retrasan, se repiten y se van nutriendo de ciclos simultáneos; debido a que las

sociedades se construyen por eventos no sucesivos e inseparables (Egea, 2006).

En el discurso, las políticas públicas mexicanas han tendido hacia la descentralización, es decir, a

ser gestionadas por varias instituciones y actores y no solo por un centro regulador. Pero en la

práctica, en algunos tópicos determinados, los avances son poco significativos y hay una

descoordinación entre los distintos órganos gubernamentales encargados de implementar una

política pública (Cano y Lazos, 2017). Esto puede llevar a que existan planes de acción que se
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supone persiguen un objetivo en común pero que en la práctica son contradictorios (Escalante y

Aroche, 2003). Por esto, persiste la necesidad de crear nuevas interpretaciones y coordinaciones

entre diferentes órganos gubernamentales, teniendo siempre en cuenta los criterios de eficiencia

(lograr los máximos resultados posibles con el menor costo posible), eficacia (que realmente se

logren los objetivos iniciales) y legitimidad (que el grupo social al que va dirigido esté satisfecho

con la política pública) (Egea, 2006). En los países latinoamericanos recientemente se ha

construido una forma de llevar el ciclo de política pública, donde la inclusión de temas

ambientales en la agenda pública se ha construido desde dos frentes que van convergiendo; Por

un lado, el sistema político y por el otro la ciudadanía (donde se pueden incluir la academia

científica y técnica, las organizaciones civiles y los grupos sociales organizados de activismo).

Dicha convergencia es resultado de la negociación de los intereses y expectativas de los actores

clave, y donde no hay una solución óptima para todos, sino que se elige la solución más

conveniente (Ibidem) tratando de maximizar el consenso y minimizar el deterioro ambiental.

Por otro lado, en repetidas ocasiones hay una forma distinta, entre los actores clave, de manejar el

territorio (Cano y Lazos, 2017). Mientras que las poblaciones locales han tenido a lo largo del

tiempo una forma de organización, a veces el gobierno pretende implementar una política que no

concuerda con ese esquema. Por ello, la gestión ambiental debe verse como un proceso con

importancia regional y no solo como procesos nacionales (Ibidem). Tal que, la forma de

comunicación entre los actores, durante todo el ciclo, es crucial para que la política sea efectiva,

por ello, se necesitan traductores que aseguren que el proceso es entendible para los interesados,

de lo contrario no se lograran los objetivos deseados (FAO, 2017). 

Así, las políticas públicas siempre impactan y modifican el medio local y nacional de un país. La

población se posiciona frente a ellas y va modificando su comportamiento como respuesta.

Generalmente, en México, las políticas ambientales han logrado acuerdos que avanzan a la

adecuada gestión ambiental poco a poco (Cardozo, 2012). 

En materia de deforestación y degradación de los ecosistemas forestales mexicanos, se cuenta con

un diagnóstico, con el planteamiento de dos objetivos y con estrategias concretas para alcanzarlos

al finalizar el año 2025. En esta política pública se ha detectado cómo las principales causas de la

degradación forestal la promoción de la ganadería en terrenos forestales, los incendios, las plagas,

los cambios de uso de suelo y la tala clandestina (CONAFOR, 2001).
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Los dos objetivos que alcanzar son: que la población que habita los bosques cuente con seguridad

financiera para que no tenga que sobre explotar sus ecosistemas forestales. Y que las cuencas

hidrográficas, los suelos y la biodiversidad tengan las condiciones adecuadas para su

preservación. Y las estrategias que se han implementado son programas de subsidios

gubernamentales, estudios académicos para caracterizar los bosques mexicanos y planes de

gestión y coordinación entre las instituciones gubernamentales competentes (CONAFOR, 2001).

8.2 Políticas forestales mexicanas

Las políticas públicas forestales mexicanas son la visión marco que tiene la nación sobre los

bosques que posee el país. Mediante dichas políticas se han logrado acuerdos y negociaciones

entre el gobierno y diversos actores interesados en reglamentar y aprovechar los bosques de

manera sostenible. Por lo tanto, las políticas forestales han sido importantes marcos

institucionales y normativos (Cardozo, 2012).

Las políticas forestales deben de ser acordes y congruentes con las políticas nacionales y

ambientales, para que puedan ser útiles. Otro aspecto esencial de las políticas forestales y que es

su eje rector, no siempre explícito, es el valor que se le da a los bosques y a su importancia en el

desarrollo de una sociedad (como proveedor de alimentos, vivienda, combustible, cultura,

ingresos, seguridad ambiental, entre otros). Así, en algunos países, las políticas forestales fungen

como un eje central del desarrollo nacional (FAO, 2017). México posee 65 millones de hectáreas

(33% del territorio nacional) de bosques y selvas (FAO, 2017) el desarrollo forestal tiene un

enorme potencial para ser el eje del desarrollo nacional. Para ello, se necesita invertir esfuerzos

en conocer los recursos forestales y en diseñar políticas públicas adecuadas para su manejo. 

Actualmente, las políticas forestales han tomado relevancia en México, porque debe cumplir con

los acuerdos internacionales que ha firmado (como la mitigación del cambio climático) y por la

creciente preocupación por los recursos renovables (Serrano y Musalém, 1993). Sin embargo, las

políticas forestales mexicanas tienen una descoordinación con las políticas agrarias, esto ha

desembocado en la reducción de la frontera forestal y ha comprometido el bienestar de los

ecosistemas forestales (Serrano y Musalém, 1993).
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Los problemas abordados con más frecuencia en las políticas forestales mexicanas concuerdan

con los que estipula el Foro de las Naciones Unidas sobre los Bosques (Naciones Unidas, 2008) y

son: la ordenación forestal sostenible, la extensión del territorio forestal, la diversidad biológica

de los bosques, la salud y vitalidad de los bosques, las funciones productivas de los recursos

forestales, las funciones de protección de los recursos forestales, las funciones socioeconómicas

de los bosques y la estructura jurídica, política e institucional que protege a los ecosistemas

forestales. Una política pública forestal, adicional al cuidado ambiental, debería ofrecer

oportunidades significativas para mejorar la calidad de vida de los pobladores locales, generando

sinergias que se reflejarán en la conservación de los ecosistemas forestales (Segura, 2014). Por lo

tanto, una de las metas urgentes que debe considerar una política forestal mexicana es acabar con

la pobreza extrema en la que vive un gran porcentaje de la población que habita los bosques

mexicanos. Sin embargo, no siempre las políticas forestales han considerado objetivos sociales,

siendo esto un motivo por el cual no se alcanzan los objetivos forestales (Muñúzuri, 2014).

En la nación mexicana se ha considerado un periodo de evaluación de las políticas forestales de

10 a 20 años (CONAFOR, 2001). Y se han explicitado los medios para alcanzar las metas

propuestas: programas o estrategias, planes de acción, planificaciones operativas, etc. (FAO;

2010). Sin embargo, estos medios han sido cuestionados, argumentando que el planteamiento de

resultados no es factible ni congruente con la realidad de los bosques nacionales y de la realidad

social de sus pobladores (Segura, 2014). En el año 2018 algunas organizaciones sociales y

académicas han propuesto que las políticas forestales mexicanas sean repensadas con una

participación más inclusiva y transparente (SUSMAI, 2018). 

Aunque existe un debate de cuáles exactamente son las políticas públicas forestales en México,

podrían resumirse las siguientes:

1. Programa Estratégico Forestal para México 2025.

2. Marco Jurídico Forestal Mexicano.

3. Planes Nacionales de Desarrollo Sexenales. 

4. Programas Sectoriales de Medio Ambiente y Recursos Naturales.

5. Programas Institucionales CONAFOR.

6. Estrategia Nacional para la Reducción de Emisiones por Deforestación y Degradación de
los bosques (ENAREDD+).
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En estas políticas, la degradación forestal es abordada como una cuestión de seguridad nacional

puesto que compromete el bienestar de todos los mexicanos. La posición del país frente a esta

materia es minimizar paulatinamente la presión que causa la sobre explotación de los recursos

forestales. También se pretende sumar esfuerzos a través de políticas y prácticas que permitan

solucionar implicaciones sociales y disminuir la degradación forestal.

A continuación, se reseñan las políticas públicas forestales vigentes en México y cómo se aborda

la producción de carbón vegetal (CV) en ellas.

8.2.1 El Plan Estratégico Forestal

Fue desarrollado por el Banco Interamericano de Desarrollo (quién brindó asesoría técnica) y la

Secretaría de Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca (SEMARNAP). Tal que, el 13 de

junio del 2001 fue entregado a la Comisión Nacional Forestal (CONAFOR), teniendo por

objetivo impulsar el desarrollo sustentable de los ecosistemas forestales mexicanos. Dicho Plan

considera que se deben hacer cambios a las políticas públicas, a las instituciones gubernamentales

y a la legislación que regula los bosques en México. También estipula que se deben considerar

programas de inversiones.

Cabe señalar que esta política pública se realizó en base a un diagnóstico en el que se analizaron

las políticas públicas forestales nacionales e internacionales, pasadas y presentes a ese momento;

así como las proyecciones del desarrollo del sector forestal en México. Por lo tanto, dicho Plan

Estratégico refleja haber sido elaborado por actores políticos, académicos y del sector

empresarial, pero no explicita que haya sido formulado también por los pobladores de los

bosques. Esto podría presentar serios imprevistos para lograr los objetivos del Plan Estratégico.

No obstante, esta política menciona que se hicieron consultas con las partes interesadas, con

talleres en diferentes Estados de la República y con la publicación en una página web de

productos para la elaboración de la Estrategia. A pesar de esto, es cuestionable si los Talleres y

las publicaciones digitales son las tácticas más adecuadas para captar la perspectiva de los

pobladores locales (Menéndez, 1999).
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8.2.2 El Plan Estratégico Forestal para México 2025

Considera al CV como un potencial biocombustible que generaría ingresos para la población

rural. También contempla que, ambientalmente ofrece la oportunidad de aprovechar especies

latifoliadas que no tienen valor comercial y por tanto se daría un manejo adecuado a los bosques.

Sin embargo, no da opciones operacionales para desarrollar la producción de CV, siendo esta una

de las principales críticas a esta política pública. Ya que, el Programa da un avance importante

hacia la Sostenibilidad Forestal, pero no precisa el cómo y el quién debe ejecutar las acciones

específicas para lograrla (Serrano y Musalém, 1993). En contraste, hay otros autores que apuntan

que una política pública sólo indica un enfoque o una dirección y son los instrumentos de política

pública los que dictarán las acciones específicas (Cardozo, 2012). 

8.2.3 El Marco Jurídico Forestal Mexicano

Es un conjunto de Leyes, Reglamentos, Normas y Lineamientos que regulan la conservación,

aprovechamiento y manejo comunitario de los bosques en México. Más existe un debate de si la

legislación es una política pública o un instrumento de política pública. En la teoría rígida sería

un instrumento de política, sin embargo, para algunos países la legislación se ha utilizado como la

principal o en ocasiones como la única posición ante una actividad nacional, convirtiéndola en la

práctica en una política pública (FAO, 2017). 

En el marco jurídico forestal mexicano el CV se aborda como un subproducto forestal y por lo

tanto se debe obtener una autorización gubernamental para poder elaborarlo y transportarlo.

Mientras que la producción de CV es una actividad económica que no cuenta con una Norma

específica vigente y vinculante, contemplándose en el marco jurídico como una actividad

complementaria dentro del plan de manejo de un bosque. Así, el marco jurídico es la principal

herramienta que regula la producción de CV actualmente. 

8.2.4 Los Planes Nacionales de Desarrollo Sexenales

Son documentos que estipulan la dirección que tomará la gestión presidencial durante los seis

años que dura el cargo del poder ejecutivo en la nación mexicana. Dicho documento debe

36



UNA REVISIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS DIRIGIDAS AL MANEJO SOSTENIBLE DE BOSQUES EN LOS QUE SE PRODUCE CARBÓN VEGETAL

contener objetivos y estrategias específicas a los que se dirigen los esfuerzos y presupuestos de la

patria, para ofrecer bienestar y desarrollo a todos los mexicanos. Este Plan Nacional de

Desarrollo (PND) es un reflejo de los temas relevantes en la agenda nacional y a partir de él giran

los Planes Institucionales de todos los órganos gubernamentales de México. Está basado en las

propuestas de todas las Secretarías Nacionales y de las entidades administrativas públicas de los

Estados; es sometido a la aprobación de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y a la del

presidente de la República. Una vez aprobado, el PND indicará el camino que deben de seguir los

programas de cada Secretaría para que los objetivos del PND se cumplan.

El Plan Nacional 2007-2012 consideraba “la sustentabilidad ambiental como la administración

eficiente y racional de los recursos naturales”. Este Plan contemplaba un modelo de desarrollo

económico respetuoso de los límites de extracción de los recursos naturales. Por su parte, el Plan

Nacional 2013-2018 no contemplaba la sustentabilidad ambiental en su objetivo general, en sus

cinco metas nacionales ni en sus tres estrategias transversales. No obstante, sí menciona que se

debe “Impulsar y orientar un crecimiento verde incluyente y facilitador que preserve nuestro

patrimonio natural al mismo tiempo que genere riqueza, competitividad y empleo; y que hará del

desarrollo científico, tecnológico y de la innovación pilares para el progreso económico y social

sostenible”. Mientras que el Plan Nacional de Desarrollo actual, de 2019-2024, no menciona la

conservación al ambiente en sus principios rectores, pero sí menciona en su Capítulo 2 (Política

Social) el Desarrollo Sostenible, indicando que todas sus políticas y programas considerarán el

impacto a la ecología y al crecimiento económico sin provocar afectaciones al entorno.

Explicitando en su visión para el año 2024 que deberá cumplirse la meta de ser una nación que

garantiza la preservación de la flora y fauna, que reforesta buena parte de su territorio nacional y

que ha extendido una conciencia ambiental y la convicción social del cuidado del entorno.

Entretanto, en 2018 en el Programa Sectorial del Medio Ambiente y Recursos Naturales

(PROMARNAT), en el Programa Nacional Forestal, en el Programa Sectorial de Energía, en el

Programa Especial para el Aprovechamiento de Energías Renovables y en el Programa Nacional

para el Aprovechamiento Sustentable de la Energía hay una ausencia o rezago del tema de los

biocombustibles, como lo es el CV. Ya que, en los pocos Programas que se mencionan (Programa

Especial para el Aprovechamiento de Energías Renovables y en el Programa Nacional para el

Aprovechamiento Sustentable de la Energía) se aborda a los biocombustibles sólo como
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combustibles de maquinaria industrial o de vehículos industriales y domésticos. El rescate del

sector energético del PND 2019-2024 nombra de manera periférica una transición energética con

producción de energía para impulsar el desarrollo sostenible a base de fuentes renovables y su

Programa sectorial promueve la sustitución de leña y carbón por gas licuado de petróleo en zonas

distantes. Así, los biocombustibles que cubren las necesidades energéticas domésticas de un

número importante de la población rural del país, como la leña y el carbón, son mencionados de

manera periférica o directamente no se mencionan en los programas anteriormente citados. Sin

embargo, estos Programas aparentemente desean encaminarse hacia el desarrollo social basado en

el aprovechamiento del patrimonio natural del país. Por ejemplo, el PROMARNAT dice que “el

aprovechamiento de las zonas forestales del país constituye una importante oportunidad para

generar riqueza y bienestar social para los 11 millones de personas que las habitan”.

El marco jurídico mexicano tiene un vacío sobre el aprovechamiento de algunos recursos

forestales, como la extracción de leña para la producción de CV, por lo tanto, se necesita

incorporar esta figura explícitamente en las premisas Constitucionales y en las disposiciones de

las Leyes Generales principales (LGEEPA y LGDFS). Este será un gran reto para que esta

actividad transite hacia la Sostenibilidad. Actualmente, la producción de CV está regida por un

marco jurídico que trata de permear los conceptos de inclusión y participación, de implementarlos

en el discurso desde los años noventa. No obstante, en la práctica persiste un sistema jerárquico y

autoritario que ha provocado que la mayoría de los productores desconozcan o se desinteresen

por el marco jurídico (Aguilar, 2015).

Diversos organismos gubernamentales han procurado un acercamiento con los pobladores de

bosques, productores y comunidad científica para la creación de redes para intercambiar

conocimiento tradicional y académico. Por otra parte, el gobierno ha implementado instrumentos

de política pública para promover las actividades que disminuyan la cantidad de emisiones de

GEI o deforestación y degradación forestal, tocando indirectamente la producción de CV. A pesar

de esto, aún se desconoce con precisión cuál o cuáles son los procesos más eficientes y menos

contaminantes para producir CV. Por otro lado, y de manera contradictoria, otros organismos de

gobierno han implementado impuestos y multas restrictivas que no fomentan el diálogo

horizontal y que se asemejan a un gobierno piramidal. Para mejorar la situación se recomienda

reforzar una administración pública incluyente, que observe y priorice las necesidades básicas de
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los productores de CV y sus familias. Para lograr esto se requiere una gobernanza con

instituciones que garanticen que sus recursos y sus capacidades posibiliten acciones de

interlocución entre los productores de CV y el gobierno.

8.2.5 Los Programas Sectoriales de Medio Ambiente y Recursos Naturales

Son documentos que estipulan los objetivos y las estrategias que perseguirá la Secretaría de

Medio Ambiente y Recursos Naturales hasta que el próximo presidente de México asuma el

cargo. Se realiza al inicio de cada sexenio y en base al Plan Nacional de Desarrollo y a las

problemáticas ambientales más relevantes y urgentes que enfrenta el país en ese momento. En el

Programa Sectorial de Medio Ambiente y Recursos Naturales 2007-2012 no se menciona

directamente la producción de CV, pero si se estipula la importancia de insertar a los

biocombustibles en el desarrollo energético del país. Mientras que, en el Programa Sectorial de

Medio Ambiente y Recursos Naturales 2013-2018 la producción de CV no es mencionada

explícitamente, pero podría insertarse en el aprovechamiento de recursos forestales maderables,

que es contemplado como un eje que impulsará el desarrollo rural.

8.2.6 Los Programas Institucionales CONAFOR

Son documentos que se publican al año siguiente de la publicación de los Programas Sectoriales

de Medio Ambiente y Recursos Naturales y que dictan el quehacer de la Comisión Nacional

Forestal (CONAFOR) desde el momento de su publicación y hasta el año en que concluye la

gestión presidencial del país. Por lo tanto, van ligados a lo estipulado en estos Programas

Sectoriales para estar en concordancia con los objetivos del Plan Nacional de Desarrollo. 

En el Programa Nacional Forestal 2014-2018 no se menciona al CV. Sin embargo, en este

Programa se establece que hay que impulsar la gobernanza forestal que desarrolle las capacidades

locales; siendo que la producción de CV es una actividad que se practica en nuestro país desde

tiempos precolombinos, los saberes tradicionales en torno a este oficio se han desarrollado

abundantemente y se han insertado en la gestión local de los bosques mexicanos. Por ello, al

impulsar la producción de CV se impulsarían también las capacidades locales.
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8.2.7 Estrategia Nacional REDD+ (ENAREDD+)

Es un programa que promueve acciones de mitigación y adaptación por medio del manejo

integral del territorio para alcanzar el desarrollo rural sustentable con una reducción de la emisión

de GEI producidos por la deforestación y degradación. La ENAREDD+ es parte de los acuerdos

de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (CMNUCC) y

reconoce que la tala ilegal por distintos motivos (e.g. para producir CV) contribuye a la

deforestación y la degradación forestal. Este programa propone líneas de acción por medio de

actividades productivas y de conservación para el manejo de recursos forestales sustentados en el

Programa Nacional Forestal (PRONAFOR) que se describe en otra sección.

8.3 Instrumentos de Políticas Forestales

Los instrumentos de políticas forestales son estrategias de acción operativas y específicas que

llevarán a una nación a cumplir con los objetivos que se han planteado en una política pública.

Pueden ser dictados por diversos órganos gubernamentales, según tengan competencias en la

situación específica de la política pública. Para su diseño se sigue un ciclo parecido al de una

política pública, donde el primer paso es recabar información de la situación que se desea

abordar, en este caso una situación forestal (CONABIO, 2008). Posteriormente se detallan los

objetivos a alcanzar, el mecanismo operativo específico por el cual se llegará a ellos y la

población objetivo, el presupuesto, el tiempo que durará cada etapa del instrumento, el proceso

por el cual se evaluará el instrumento y las alternativas para responder en caso de inconvenientes

(CONABIO, 2008). Seguidamente se debe llevar a cabo una consulta con los actores clave, para

así poder rectificar en caso de ser necesario. Finalmente, se debe implementar el instrumento con

planes de acción y calendarios específicos. Estos elementos son los ideales en el diseño,

implementación y evaluación de un instrumento de política pública, pero en la práctica no

siempre se cumplen.

Se ha observado que el éxito de un instrumento de política pública es directamente proporcional a

acciones como: a) La coordinación institucional, estatal y local con otros instrumentos de política

pública ambiental. b) La inclusión de la perspectiva de los actores clave en todas las etapas del

instrumento. c) La movilización de recursos públicos, privados y extranjeros dirigidos al cuidado
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ambiental. d) la creación de sinergias y metas comunes entre los actores clave (CONABIO,

2008).

En México, como en otros países, los temas ambientales han escalado posiciones en la agenda

nacional poco a poco, y con ello la inversión, tanto en recursos humanos como económicos, que

se les dedica. Sin embargo, existen periodos en los que las emergencias nacionales y las crisis

económicas merman los esfuerzos que se dedican al cuidado ambiental (CONABIO, 2008). Esto

es un factor importante que contribuye a que no se realicen todos los objetivos de un instrumento

de política pública. No obstante, México debe cumplir con los Tratados Internacionales

Ambientales que ha firmado y esto le obliga a destinar atención a la protección ambiental.

Aunado a esto, los instrumentos de política pública ambiental también pueden ofrecer la

posibilidad de mejorar la calidad de vida de los mexicanos.

A pesar de ello, los instrumentos de política pública presentan retos que hay que superar: las

barreras (de educación, legales o sociales) para acceder a ellos, el desprestigio de experiencias

negativas de instrumentos pasados, los elevados costos a los que se han enfrentado algunas

poblaciones locales al seguir instrumentos pasados, los escasos incentivos que han ofrecido

algunos instrumentos a las poblaciones destino, el limitado diseño de algunos instrumentos que al

ser muy focalizados tratan de remediar un problema descuidando o inclusive incentivando otro

(CONABIO, 2008; Escalante y Aroche, 2003; Sterner, 2007).

Se tiene conocimiento de que un solo instrumento no cumple todos los objetivos de una política

pública, se deben de combinar varios Instrumentos para avanzar en el cuidado ambiental, ser

diversos y complementarios, además deben acoplarse unos con otros para funcionar de manera

articulada (Márquez, 2017). También se ha concluido que los instrumentos, de ser usados

adecuadamente, pueden generar empleos, aumentar los ingresos y generar oportunidades de

desarrollo para las poblaciones locales (que generalmente enfrentan problemas de migración por

falta de ellas), al mismo tiempo que mejoran la protección ambiental (CONABIO, 2008). 

Debido a que la combinación entre instrumentos es más exitosa que implementar un solo

instrumento, han surgido muchos programas híbridos que poseen características de varios tipos de

instrumentos. (Escalante y Aroche, 2003; Sterner, 2007). No obstante, el factor más determinante

del éxito de un instrumento es que se analice profundamente el contexto de la población a la que
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va dirigida y en base a esto se elija el adecuado (Segura, 2014). Por otro lado, en abundantes

ocasiones, el presupuesto no es el principal obstáculo al que se enfrenta un instrumento, sino la

forma de emplearlo (Segura, 2014). Y al igual que los recursos monetarios, los recursos humanos

son determinantes para que un instrumento de política pública sea exitoso (Segura, 2014). 

Otro aspecto por considerar es que, los instrumentos en ocasiones se extrapolan de un contexto

distinto, sin considerar las particularidades del lugar en el que se van a implementar y sin

proponer innovaciones profundas que modifiquen conductas y actitudes de los actores clave

(Escalante y Aroche, 2003). Esto provoca que dichos actores no tengan incentivos para utilizar el

instrumento (Van Meter y Van Horn, 2007) y por lo tanto no se logran sus objetivos. Siendo un

factor determinante el conocimiento del contexto social para elegir el instrumento idóneo para ese

territorio específico en un tiempo determinado.

El grado de consenso entre los actores contribuye al éxito de un instrumento de política pública,

ya que supone cambios pequeños y graduales en sus actitudes y actividades. Otro factor que se ha

observado colabora al éxito es la creación de fondos económicos que mantienen una inyección de

capital al instrumento y que previenen los recortes presupuestales gubernamentales (Van Meter y

Van Horn, 2007). La adecuada comunicación de la importancia del instrumento y los beneficios

que se obtendrán de él, ayudan en gran medida a lograr los objetivos, ya que brinda información a

todos los actores de forma adecuada. No obstante, para que esto se logre realmente en la mayoría

de los casos se necesita un “traductor”, que medie las relaciones entre los actores (Cardozo,

2012).

Debido a la contribución que han tenido los instrumentos a lo largo de la gestión ambiental y

forestal, algunos autores han clasificado su diversidad. Aunque existen abundantes clasificaciones

y cada una ofrece diferentes ventajas, hay un relativo consenso en que los instrumentos de

política pública se dividen en: legales, económicos y de información/educación (Lundqvist, 2000;

Sterner, 2007).
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8.3.1 Instrumentos Legales

También conocidos como instrumentos de comando y control o de regulación directa, estos

instrumentos de política pública forestal han sido creados con la intención de regular o dictar

medidas de control de la contaminación de los bienes forestales nacionales. Con estos

instrumentos el estado financia, administra, prohíbe y controla el aprovechamiento de los bosques

de un país. Son instrumentos ampliamente utilizados por las naciones y por ello son un abanico

de posibilidades que va evolucionando constantemente, desde los más radicales hasta los más

laxos, teniendo estos últimos los mejores registros de éxito, pero siendo más difíciles de diseñar y

de evaluar (Sterner, 2007). Así, esta Legislación se debería elaborar con base a una política

pública forestal, pero en algunos países por diversas razones (e.g. conflictos emergentes, pugna

en los tribunales, diversidad de actores, por mencionar algunos) solamente se cuenta con

instrumentos jurídicos vinculantes, que pueden ser renovados cuando la visión del país ha

cambiado (FAO, 2017).

Generalmente, estos instrumentos son un conjunto de leyes y normas que especifican cómo se

aprovechan los recursos forestales de una nación, también estipulan los derechos y

responsabilidades que tienen el gobierno y los ciudadanos hacia los ecosistemas forestales

(Segura, 2014). Este tipo de instrumentos cuentan con un mecanismo correctivo cuando se

incumplen las legislaciones. Son creados por diferentes organismos gubernamentales y aunque

han evolucionado a una apertura de las decisiones de las comunidades locales, como las

asambleas o los consejos de vigilancia, aún siguen siendo rígidos, complicados, obligatorios y

costosos. Aunado a esto, el costo de que no se cumplan los objetivos del instrumento es muy

elevado, y con frecuencia el sector social y natural son los que asumen el daño (Segura, 2014).

Dentro de este instrumento se encuentra la zonificación de los recursos naturales (prohibir o

limitar el uso en ciertas áreas), en base a los niveles óptimos de contaminación o extracción que

puede aceptar el ambiente sin dañarse irreversiblemente. Sin embargo, en numerosas ocasiones

no se conoce con exactitud cuáles son estos límites y llegar a este conocimiento supone elevados

costos económicos y acarrea mucho tiempo. También dentro de este tipo de instrumento se

incluye la tala permitida, es decir, el aprovechar sólo los recursos que están permitidos con base a

un Plan de Manejo Forestal (Hyde, 1980; Davis y Johnson, 1987). En este caso, se ha avanzado
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en la diversificación, es decir, donde se aprovechan de varias maneras los recursos, ofreciendo

competitividad económica que a veces se refleja en la mejora de la calidad de vida de los

pobladores, pero no siempre.

Los retos que tiene que enfrentar este instrumento son la cuestionable equidad para el uso de los

recursos forestales con la que, en ocasiones, la legislación se aplica a la población y la conjetura

de que los gobiernos son incapaces de gestionar el patrimonio nacional por el elevado costo de

monitoreo y que esto lleva a la población a caer en la ilegalidad (Sterner, 2007). Para

contrarrestar esto se ha propuesto conceder más el control a los pobladores locales para

monitorear y cuidar sus bosques (Sterner, 2007). 

Dos grandes críticas a este tipo de instrumentos son: primero, que establecen los límites del

derecho de propiedad y con ello determinan de quién es la obligación de cuidar el bosque. En

México se otorga la autorización formal de aprovechar recursos forestales solo al dueño de una

propiedad forestal, sin considerar que existe una tradición social y cultural de libre acceso y

bienes comunes en gran parte del territorio nacional (Segura, 2014). Así, la participación en el

uso de los recursos forestales se limita sólo a los propietarios legales generando desigualdad para

otros usuarios (e.g. posesionarios o avecindados). Por ejemplo, algunos productores de CV no

pueden aprovechar los recursos de un bosque por la falta de una autorización gubernamental

necesaria. La segunda crítica es que el cumplimiento de la normativa es sumamente caro para las

poblaciones locales, esto incrementa los costos de producción del uso forestal y provoca que no

se pueda pagar por completo esta actividad o aprovechamiento forestal, por lo tanto, se recurre al

clandestinaje y la ilegalidad (Segura, 2014).

A pesar de las críticas, estos instrumentos se siguen utilizando ampliamente, en parte porque al

desconocer los límites de extracción que soportan los ecosistemas o las consecuencias a largo

plazo de las decisiones de talar los bosques, la degradación del ambiente se prevé con

prohibiciones y se aplica el principio precautorio (Principio 15 aprobado por la Conferencia de

las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo que enuncia: “Con el fin de

proteger el medio ambiente, los Estados deberán aplicar ampliamente el criterio de precaución

conforme a sus capacidades. Cuando haya peligro de daño grave e irreversible, la falta de certeza

científica absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas
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eficaces en función de los costos para impedir la degradación del medio ambiente”) (CONABIO,

2008).

Las áreas de oportunidad que se podrían considerar en este tipo de instrumentos son: a)

Reconocer los saberes tradicionales de gestión y aprovechamiento forestal de las comunidades

locales al diseñar el marco jurídico; b) Sopesar los numerosos costos que enfrentan algunos

pobladores locales al monitorear y cuidar sus bosques, en ocasiones con un escaso apoyo

gubernamental; c) Invertir esfuerzos en elevar el capital social de los entornos rurales, pues se ha

observado que este perdura y se replica a diferentes escalas en el cumplimiento de la Legislación

(Segura, 2014). 

En México se ha usado excesivamente este tipo de instrumentos, donde las instituciones

gubernamentales establecen una cantidad específica de extracción forestal (Escalante y Aroche,

2003). La geografía y las condiciones sociales y culturales de la nación mexicana requieren una

legislación que se adapte y que sea aplicable a la diversidad que posee el país (Segura, 2014).

Para impulsar esta competencia de adaptación se pueden insertar en la legislación las normas y

prácticas tradicionales locales, aprovechando que existen algunas comunidades que han

manifestado su deseo de contribuir en el diseño y monitoreo de las leyes (Ibidem).

En este tipo de instrumentos se estipula que el gobierno es el mayor propietario de los bosques

mexicanos y que da concesiones a particulares para poder aprovechar los recursos forestales.

Dichas concesiones se dan a través de un Plan de Manejo y se ha observado que hay una relación

significativa entre los bosques que tienen un Plan de manejo y tasas bajas de deforestación (Bray,

2011). No obstante, lo que asegura realmente el cuidado ambiental a través de este instrumento,

es la capacidad de los actores de tomar decisiones adecuadas (Segura, 2014).

En México este instrumento aborda la degradación forestal en la Ley General de Desarrollo

Forestal Sustentable (LGDFS), estipulando que es prioridad prevenirla y combatirla. Esto se

conseguirá con: el monitoreo, registro y verificación de las tasas anuales de deforestación,

degradación y desertificación. La información generada se compila en un Inventario Nacional

Forestal y de Suelos y a través de indicadores se evalúa si estos procesos se están revirtiendo.

Finalmente, las estrategias y planes de acción en la nación se ven reflejados en programas de

restauración a cargo de la CONAFOR y de los pobladores locales. 
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La producción de CV está regida por una extensa Legislación ambiental, que se ha usado por el

gobierno mexicano como el principal instrumento para lograr el objetivo de preservar los

ecosistemas forestales. Sin embargo, es cuestionable si el instrumento ha llevado a la producción

de CV a minimizar el daño ambiental. Se propone repensar en conjunto con los productores

cuáles son los instrumentos más adecuados en la gestión de los bosques. 

8.3.2 Instrumentos económicos

Los instrumentos económicos se basan en la creación de mercados que se aproxime al valor que

tienen los recursos naturales en un mercado formal (Sterner, 2007). Estos instrumentos

aprovechan que en el mercado mundial actual el interés por el cuidado ambiental está

incrementándose, tanto los gobiernos como las empresas y los consumidores están aumentando la

demanda de los productos “verdes”. Dichos productos aseguran total o parcialmente que

provienen de una cadena de valor que priorice el cuidado ambiental (CONABIO, 2008). 

Un elemento que se debe incorporar en los instrumentos económicos es el desarrollo de las

sociedades rurales implicadas en los procesos de producción, para que realmente se logren los

objetivos de las políticas públicas ambientales. Pero tienen el inconveniente de que los costos de

producción se incrementan, debido a que la forma de elaborar los productos debe ser diferente a

los procesos convencionales, porque se asumen los costos que antes pagaba el ambiente

(externalidades) (CONABIO, 2008).

Aunque desde hace mucho tiempo se han comercializado los recursos naturales y los servicios

ambientales, en el mundo globalizado actual aún la mayoría no tiene un mercado formal

(CONABIO, 2008). Así que el proceso de diseñar un instrumento económico inicia con valorizar

económicamente los procesos y elementos de los ecosistemas y transformarlos en recursos con un

precio. La dificultad de esto es que en ocasiones se les fija un precio a seres vivos y a procesos

que solo tienen, hasta ese momento, un valor intrínseco y por ello su precio jamás refleja su

verdadero valor (Pearce y Warford, 1993). A pesar de esto, abundantes recursos extractivos,

como los productos forestales, en la actualidad son altamente comercializados y cuentan con

precios establecidos por un mercado formal (CONABIO, 2008); y con un éxito significativo que
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evidencia que los mercados verdes tienen potencial económico y de desarrollo sustentable

(CONABIO, 2008). Sin embargo, falta conocimiento científico sobre las funciones que

desempeñan algunos recursos en el ecosistema y por lo tanto su posible valor en el mercado

(Escalante y Aroche, 2003). 

Hay una gran diversidad de instrumentos económicos pero todos ellos necesitan establecer los

derechos de propiedad para crear un mercado, porque establecen quién y cómo se puede

aprovechar un recurso (CONABIO, 2008). Sin embargo, en la mayoría de estos instrumentos no

se considera la propiedad comunal, a pesar de que en algunos sitios este tipo de propiedad ha

demostrado que la organización adecuada logra la conservación de los recursos naturales al

mismo tiempo que mejora la calidad de vida de los pobladores (Segura, 2014). 

Algo que ofrece gran éxito a este instrumento es que algunas naciones han desatendido sectores

altamente contaminantes o que degradan los ecosistemas por sobreexplotación, pero al mismo

tiempo tienen un gran potencial económico; Por lo tanto, el financiamiento privado y extranjero

puede incidir en ellos, cuando las prioridades nacionales son otras. Un ejemplo de esto es que las

organizaciones no gubernamentales tienen mucho interés en estos instrumentos y han creado

sinergias que llevan al cuidado ambiental (CONABIO, 2008). De este modo, los recursos

maderables, como el CV, cuentan con un alto potencial de ser comercializados y por lo tanto el

gobierno, las empresas y los productores locales podrían aprovechar los beneficios ambientales y

sociales que esto ofrece (CONABIO, 2008). 

Otro beneficio que ofrecen este tipo de instrumentos es que su costo es menor al que tienen los

instrumentos tipo comando y control, además que eficientizan la gestión ambiental porque

rellenan los huecos de monitoreo y administración gubernamental que poseen los instrumentos

legales (CONABIO, 2008). En contraposición, un obstáculo para ciertos instrumentos

económicos (e. g. las certificaciones) es el diseño de algunas políticas públicas o algunos planes

institucionales, por lo que se deben reformar los vacíos legales y la oposición política e

institucional que bloquean a los instrumentos económicos (CONABIO, 2008). 

Subsidios ambientales. - Son instrumentos del tipo económico porque hay un mercado (Sterner,

2007). Específicamente, son apoyos financieros dirigidos a quien aprovecha un recurso, que se

puede otorgar en varias modalidades; se espera contribuya a la protección ambiental y ecologice
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las cadenas de valor de los recursos naturales a los que está destinado (CONABIO, 2008). Se

puede decir que son incentivos económicos para que el marco jurídico ambiental se cumpla y con

ello se avance en la preservación del patrimonio natural. México cada vez implementa con mayor

frecuencia estos incentivos económicos porque ha observado que se incrementa la demanda de

ellos (CONABIO, 2008). No obstante, los mercados verdes aún están en desarrollo, teniendo la

oportunidad de innovar y de aprender de las experiencias pasadas (CONABIO, 2008). 

Estos instrumentos están basados en el principio “el que contamina paga” con el enfoque “el que

aprovecha paga”, es decir, que los que aprovechan un recurso serán los que paguen los costos de

la conservación ambiental (CONABIO, 2008). De manera que los subsidios buscan contribuir al

pago de dichos costos, ya que las comunidades locales en la mayoría de los casos no cuentan con

las condiciones para asumir esos costos. Tal que, los subsidios pueden ser en forma de

reembolsos económicos directos o en forma de pagos fijos por unidad de reducciones en el daño

ambiental provocado por una actividad determinada. 

Los subsidios surgieron como respuesta a la escasa demanda por algunos productos forestales, de

modo que se ayudaba financieramente a los productores que deseaban cuidar el ambiente

(Sterner, 2007). Con el tiempo se han tornado a la asesoría para generar competencias tanto

sociales como técnicas y financieras para cuidar el ambiente. Actualmente existen Subsidios

Internacionales que otorgan países, empresas u organizaciones para combatir la degradación

ambiental (Ibidem).  

Algunos subsidios pueden fracasar a largo plazo porque no cumplen los beneficios que le

ofrecieron a su población objetivo cuándo se implementaron o porque los beneficios económicos

otorgados no contribuyen en la práctica al cuidado ambiental (CONABIO, 2008). También se

enfrentan a que algunos subsidios son insuficientes para apoyar realmente a la población local

que cuida el ambiente, es decir, que no cuentan con incentivos significativos para que la

población destino quiera acceder a este instrumento. Aunado a esto, se ha registrado corrupción

en el diseño e implementación de subsidios ambientales que en lugar de evitar la degradación

ambiental la provocan (Sterner, 2007).

No obstante, estos instrumentos se han utilizado mucho desde los años noventa en Latinoamérica

por parte de los gobiernos, porque disminuyen un poco los costos de cuidar el ambiente,

comparados con los costos del monitoreo de los instrumentos legales (CONABIO, 2008). Para
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alcanzar el éxito de los subsidios ambientales es fundamental determinar adecuadamente el

momento más idóneo para implementarlos, esto se logra conociendo las preferencias de la

población destino. Cabe mencionar que, la corrupción que enfrenta Latinoamérica ha creado

Subsidios perversos, que son creados para beneficiar a una élite de poder y no para preservar el

medio natural (Kaimowitz, 1988).

El Proyecto de Conservación y Manejo de Recursos Forestales en México (PROCYMAF), fue un

pionero en la utilización de estos instrumentos. Posteriormente se crearon el Programa de

Desarrollo Forestal (PRODEFOR), el Programa de Conservación Indígena de la Biodiversidad

(COINBIO) y el Apoyo ProÁrbol. Todos los mencionados son programas que avanzan poco a

poco hacia la sostenibilidad, al integrar y reconocer la capacidad de gestión comunitaria de los

bosques e incentivar los deseos de cuidar el ambiente y cumplir con la legislación ambiental

existente (Segura, 2014). No obstante, los subsidios ambientales mexicanos deben enfrentarse a

que establecer un mercado es un proceso complejo y tardado; por tanto, se deben contemplar las

presiones (locales, estatales, nacionales y en ocasiones internacionales) a las que se enfrenta la

producción de un producto verde (CONABIO, 2008).  

Para que un subsidio alcance sus objetivos, en ocasiones, se deben modificar y acoplar reformas a

políticas económicas nacionales y aún no hay consenso de sí los programas de apoyo público se

pueden considerar subsidios o no. Algunos autores consideran que los subsidios han provocado

que se extraigan recursos aceleradamente, por lo que la planeación de un subsidio debe prever sus

posibles impactos ambientales, sociales y económicos (CONABIO, 2008).

En México existe el Programa “Apoyos para el Desarrollo Forestal Sustentable”, que consta de

otorgar apoyos económicos a los propietarios de tierras forestales que cumplan con determinadas

reglas de operación, donde garanticen que dan un manejo sostenible a sus bosques. Este programa

tiene como principal objetivo disminuir la deforestación y degradación forestal y es gestionado

por la CONAFOR.

La producción sostenible de CV no tiene en Latinoamérica subsidios exclusivos, sino que entra

en otros programas de apoyo al aprovechamiento de recursos maderables. Sin embargo, algunos

estados de la República mexicana, como el Estado de México o Tepic, han apoyado a sus

poblaciones rurales con el pago de los permisos o del sueldo de Técnicos Forestales (NNC,
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2017). Este subsidio ha beneficiado a los productores de carbón vegetal y los ha insertado en la

legalidad, ofreciéndoles la oportunidad de preservar su patrimonio forestal al tiempo que elevan

su calidad de vida.

El Programa Nacional Forestal (PRONAFOR) -impulsado por la CONAFOR- es una iniciativa

que tiene por objetivo potenciar al sector forestal y conservar la biodiversidad con financiamiento

para capacidades técnicas y operativas de los propietarios de terrenos forestales. Algunas

actividades que subsidia el PRONAFOR son los estudios técnicos en terrenos forestales, el

desarrollo de capacidades y gobernanza, las actividades de reconversión productiva, los servicios

ambientales y las plantaciones forestales comerciales. Entre las limitantes de este programa, que

más tarde se matizarán, es que está dirigido a propietarios y poseedores de terrenos forestales, en

cambio, las observaciones en campo nos advirtieron que una proporción de productores de CV

suelen pedir terrenos prestados para trabajar en su producción.

El Programa de Pagos por Servicios Ambientales Hidrológicos (PSAH) es otro instrumento

creado para incentivar la conservación ambiental en las zonas forestales de México. El PSAH se

dirige a territorios que aportan servicios ambientales y se propone garantizar la recarga de agua

en lo alto de las cuencas al mismo tiempo que reduce la pobreza de los propietarios de bosques

por medio de compensaciones para dueños de bosques (Perevochtchikova y Vázquez, 2010). Al

igual que el PRONAFOR, la limitante principal del PSAH consiste en que los beneficiarios han

de ser los titulares del terreno para ser propensos a recibir las compensaciones.

Certificaciones.- Son instrumentos de mercado, porque incentivan que un consumidor cuente con

la información necesaria para elegir un producto determinado entre una gama de posibilidades.

También ofrecen información al productor para enriquecer o asegurar ante el público la calidad

de su producto (CONABIO, 2008). Tanto productores como consumidores son encausados a

priorizar el cuidado ambiental y asumir los costos que eso conlleva; ya que los costos de

producción y de consumo de un producto certificado se incrementan en la mayoría de los casos;

debido a que minimizan los impactos ambientales (y en algunos casos sociales) a lo largo de su

cadena de valor (CONABIO, 2008).

A pesar de esto, el proceso de constituir una certificación es muy costoso, ya que se deben de

analizar los impactos ambientales a lo largo de la cadena de valor de un producto determinado;

eso se desconoce en muchos casos y generar ese conocimiento requiere abundantes recursos
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materiales y humanos (Ministerio del Medio Ambiente de Colombia, 2002). Hay pocas empresas

certificadoras y constituir dichas empresas eleva el costo del instrumento (CONABIO, 2008).

También se enfrenta a que los consumidores que prefieren los productos certificados son un

público muy restringido (Sterner, 2007). Para abonar a sus deficiencias, el monitoreo de algunas

certificaciones, por cuestiones de costos, se centra en las grandes empresas y descuida a las

pequeñas, de tal manera que no se tiene certeza de sí la cadena de valor de algunos productos

certificados siguen cumpliendo las normas certificadoras. Por otro lado, se ha registrado que

cuando las empresas certificadoras no cumplen las expectativas de las empresas que desean

certificarse, estas buscan crear su propio etiquetado (Sterner, 2007).

Los beneficios que ofrecen las certificaciones es que, generalmente hay una relación entre la

aceptación de un producto en distintos mercados, su posicionamiento y su confianza cuando

cuenta con una certificación, aunque su calidad sea la misma a la de otros productos no

certificados. Así, generalmente las certificaciones aumentan las ventas de los productos que ya

cuidaban el ambiente (CONABIO, 2008). Como se deben pagar los costos de certificación, las

empresas que desean certificarse pueden enfrentar problemas de competitividad. Por otro lado,

algunos consumidores con interés en el cuidado ambiental no tienen información de opciones de

productos y certificaciones que preserven los recursos naturales (CONABIO, 2008).

Otros beneficios de este tipo de instrumentos son que los productos certificados han logrado

disminuir los impactos ambientales a lo largo de su cadena de valor, porque impulsan cambios a

lo largo de ella (CONABIO, 2008). Además, este instrumento económico puede incrementar la

estandarización de los productos y promover innovaciones tecnológicas y científicas (no

necesariamente las más recientes ya que también se pueden redescubrir y revalorizar saberes

tradicionales que no se habían aplicado masivamente a un determinado proceso industrial)

(CONABIO, 2008). 

La certificación, también llamada etiquetado verde, ha crecido en los últimos años, siendo

promovida por los países europeos principalmente, para garantizar que provienen de bosques

sostenibles. Un ejemplo de este instrumento son las compensaciones de carbono para mitigar el

cambio climático (Sterner, 2007). Además, se ha visto que con el tiempo aumenta el valor del

recurso natural porque se preserva la materia prima al no sobreexplotarlo (CONABIO, 2008). En

este tipo de instrumento, el papel del gobierno es apoyar la creación de empresas y productos
51



ELDA ITZEL CARRASCO GARCÍA

certificados, así como de la promoción de estrategias para incrementar la demanda de los

productos certificados y la competitividad de las empresas certificadas (CONABIO, 2008). 

Las certificaciones tienen gran potencial para la preservación de los recursos forestales porque

tienen la ventaja de descentralizar poco a poco la gestión gubernamental, porque las empresas

asumen costos sociales (Escalante y Aroche, 2003). Pese a esto, es discutible si realmente llevan

a la Sostenibilidad de diversas actividades, ya que algunas empresas locales son pequeñas y

enfrentan barreras económicas y sociales para acceder a una certificación y con ello al progreso

de su empresa. Así, en México para que sean eficientes las certificaciones se requiere optimizar

los procesos de regulación del etiquetado verde, prestando atención en la disminución de los

costos de la certificación y en la disminución de las barreras a las que se enfrentan los

productores pequeños que buscan certificaciones internacionales. 

El grado de complejidad que ha alcanzado el diseño e implementación de los instrumentos de

política pública, ha permitido mezclar subsidios con certificaciones, dando apoyo a las empresas

que buscan certificarse y a las certificadoras, sumando esfuerzos para preservar el ambiente

(CONABIO, 2008). Siendo una gran área de oportunidad el coordinar las certificaciones

ambientales con otros instrumentos de política pública ambiental, como los instrumentos

informativos que establecen procesos de promoción de las ventajas ambientales y sociales de

productos certificados entre los consumidores (CONABIO, 2008).

Las certificaciones más utilizadas en México para ecosistemas forestales son el Sistema

Paneuropeo de Certificación Forestal y el Consejo de Manejo Forestal (FSC, por sus siglas en

inglés). Estas certificaciones permiten a las empresas certificarse en ambos sistemas, con

protocolos y costos especiales, lo que representa un incentivo para las empresas. Gracias a estos

sistemas, se ha avanzado en la conservación de un porcentaje considerable de territorio forestal en

México, al reducir la deforestación y degradación de los bosques. Con este etiquetado las

empresas mexicanas pueden incrementar sus ventas al exportar a Estados Unidos y Europa

principalmente, por ello, cada vez más empresas, con múltiples regímenes de propiedad, buscan

estas certificaciones. Sin embargo, hay otras barreras que obstaculizan a las empresas para

incrementar sus ventas, es decir, no siempre una certificación asegura automáticamente el

incremento en las ventas de un producto, hay otros factores que inciden (RSE, 2014).
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El CV en México no cuenta con una certificación específica, en parte porque se desconocen

muchos aspectos técnicos, económicos y sociales de su cadena de valor (Fernández, 2012). Sin

embargo, se ha insertado en certificaciones para productos maderables, ya que lo que es

certificado es el Plan de Manejo de un Bosque, que permite que a todos los recursos y

subproductos se les coloque una etiqueta de certificación. 

No obstante, solo pocas empresas de producción de CV cuentan con una certificación, lo que

pone en duda de sí la forma de implementar este instrumento ha sido efectiva para esta actividad

en particular. Sin embargo, las bondades que ofrecen las certificaciones han hecho que se les

considere como un posible instrumento de política pública que mejore la producción de este

biocombustible. 

Los instrumentos de política pública más utilizados en México para la gestión del CV han sido

los instrumentos legales, mientras que los subsidios y las certificaciones han sido instrumentos

dirigidos a la gestión de los bosques en general, que han repercutido en algunas zonas del país

para que la producción de este biocombustible se desarrolle (Ramos, et al. 2000). La ausencia de

evaluaciones de las políticas públicas y de los instrumentos que han incidido en la producción de

CV, dificultan el control de la producción de esta actividad. Por otro lado, los instrumentos

informativos han sido escasamente utilizados y por ello no se han contemplado en esta revisión. 

Finalmente, la producción de CV está inserta en las políticas públicas forestales mexicanas y en

sus instrumentos legales y de mercado. Una evaluación de los impactos ambientales, sociales y

económicos que han tenido dichas políticas y sus instrumentos, es una investigación que

permitiría conocer la situación real de esta actividad. Con estas evaluaciones, se podrían

replantear las políticas y los instrumentos aplicables a la producción de CV para avanzar hacia la

Sostenibilidad forestal, al garantizar que esta actividad tiene una gestión responsable y frenar la

degradación.
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9. CAPÍTULO II. MARCO JURÍDICO APLICABLE A LOS BOSQUES
EN LOS QUE SE PRODUCE CARBÓN VEGETAL EN MÉXICO

El marco jurídico es un conjunto de disposiciones legales que sirve para concretar las

atribuciones del estado en una materia específica y para delimitar cuáles son los derechos y

obligaciones de los ciudadanos que quieran practicar dicha materia (Déctor, 2014). México

cuenta con un robusto marco jurídico (Fig. 6) para regular las actividades ambientales dentro de

su territorio y tiene su fundamento en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

(CPEUM), Tratados Internacionales, Leyes Generales y Federales, Reglamentos, Normas y

Códigos. El marco jurídico ambiental mexicano dicta la forma en que se deben aprovechar y

preservar todos los recursos naturales (Simental, 2010). Con aportaciones científicas, este marco

determina los límites y las técnicas adecuadas para lograr que algunas actividades transiten a la

sostenibilidad.

En materia forestal, un marco jurídico estable aporta mayor certidumbre y un mejor control en el

uso de recursos forestales (Ibidem). Además, pronuncia la manera de actuar ante procesos de

relevancia global como el cambio climático, la deforestación, la degradación ambiental o la

desertificación. El marco jurídico mexicano aplicable a la producción de carbón vegetal busca

garantizar que la extracción, transformación, almacenamiento y transporte de madera se rija por

un Plan de Manejo Forestal, porque en él se planifica una gestión y un aprovechamiento

adecuado para una extensión de terreno determinada (WWF y CEMDA, 2006)
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Figura 6. Esquema de jerarquías escalonadas del marco jurídico que regula el aprovechamiento, transformación,
almacenamiento y transporte de los productos y subproductos (carbón vegetal) forestales en México. Elaborado y
modificado a partir de Galindo Soza (2018).

9.1 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

En México, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) es la máxima

norma que rige jurídicamente al país y que otorga garantías individuales a todos los mexicanos.

De ella se desprenden todos los demás preceptos jurídicos, cómo son las Acuerdos, Leyes

Generales y Federales, Decretos del poder Ejecutivo Federal, Reglamentos de las Leyes

Generales y Federales, Normas Oficiales Mexicanas, Constituciones Estatales, Leyes Estatales,

Reglamentos de las Leyes Estatales y los Códigos Civiles Federales y Estatales (Simental, 2010).
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La CPEUM es aplicable a todo el territorio nacional y contiene todos sus asuntos en una forma

general (Carmona y Acuña, 2015); dicha Constitución se refuerza con Leyes Generales para

enfatizar funciones concurrentes (i.e. establecer las funciones para la Federación, Estados y

Municipios) así como Leyes Estatales. La mayor parte de los temas ambientales están contenidos

en las disposiciones señaladas en los artículos 2, 4, 25, 27, 73, 115 y 124, indicando claramente

que aquellas facultades que no sean competencia de la Federación serán competencias reservadas

a los Estados. Mientras que el artículo 73, fracción XXX indica que el Congreso expedirá las

leyes necesarias para hacer efectivas las facultades implícitas.

En materia ambiental el Art. 2 de la CPEUM reconoce como un derecho la conservación y

mejoras del hábitat que permita preservar la integridad del territorio. El Art. 4 señala la

protección ambiental como un derecho humano y establece que un medio ambiente adecuado es

una garantía Constitucional que incluye disposiciones de responsabilidad para las partes que

generen daños ambientales. El Art. 25 en su séptimo párrafo dicta que se apoyará e impulsará a

las empresas, tanto sociales como privadas, en beneficio general del uso productivo, bajo criterios

de sustentabilidad cuidando la conservación de los recursos y el medio ambiente. Con ello se

estipula que los sectores sociales y privados deben sujetarse a la sustentabilidad de los recursos y

del medio ambiente.

El Art. 27 es el que trata con mayor profundidad los temas ambientales en toda la Constitución

Mexicana. Los apartados que tienen estricta relación con el tema forestal e involucran la

producción de carbón vegetal (CV) son el primer y tercer párrafo que toman como punto de

partida que la población mexicana es propietaria del territorio nacional, así como sus aguas

(párrafo 1) y sobre el derecho y aprovechamiento de interés público para hacer un uso equitativo

para mejorar las condiciones de vida de la población (párrafo 3).

Con base en estos dos apartados y, aunque los bosques tengan un dueño que cuente con un título

de propiedad, estos ecosistemas deben contar con un permiso gubernamental para extraer madera

o transportarla, ya que los bosques pertenecen a la nación y eso implica que deben ser manejados

y controlados por las instituciones de la Administración Pública.

También en el Art. 27 se tocan asuntos de justicia rural, en particular, cuando una proporción de

CV es elaborada por campesinos rurales que aprovechan recursos forestales, según este artículo

ellos deberían ser sujetos de derechos crediticios y asistenciales para desarrollar esta actividad
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forestal. (Art. 27, fracc. XX: El Estado promoverá las condiciones para el desarrollo rural

integral, con el propósito de generar empleo y garantizar a la población campesina el bienestar y

su participación e incorporación en el desarrollo nacional, y fomentará la actividad agropecuaria

y forestal para el óptimo uso de la tierra, con obras de infraestructura, insumos, créditos, servicios

de capacitación y asistencia técnica).

El Art. 73, fracción XXIX-G estipula que se expedirán Leyes que establezcan la concurrencia del

Gobierno Federal, Estatal, Municipal y de la Ciudad de México, estableciendo las competencias

de cada uno en materia de protección y preservación del ambiente y de restauración del equilibrio

ecológico. Por ello, con base en este artículo, existen la Ley General del Equilibrio Ecológico y la

Protección al Ambiente y la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable.

El Art. 115 indica que se otorga la facultad a los estados en todo tema que no se encuentra

reservado a la Federación y también el Art. 124 establece la diferencia entre las competencias

federal y local, es decir, todo aquello que no esté expresamente señalado en la Constitución,

corresponde a los estados.

9.2 Tratados Internacionales

Los Tratados Internacionales son la segunda norma que rige jurídicamente al país, estando por

debajo sólo de la Constitución Mexicana. Tal que, una vez que México firma un Tratado

Internacional y se publica en el Diario Oficial de la Federación (DOF), vincula a toda la nación y

sus dictámenes son aplicables en todo el territorio (Ribó, 2012). En el DOF se han publicado 185

Tratados Internacionales, de los cuales, 92 son de materia ambiental para abordar temas como el

cambio climático, la desertificación y la conservación de la flora y la fauna. Cuando México

firma un Tratado Internacional ambiental adquiere compromisos ante diversas instituciones

internacionales y para que los compromisos globales sean válidos en México, requieren ser

ratificados por el Senado de la República.

En las últimas décadas la preservación del medio ambiente ha sido un tema fundamental en la

agenda global. Temas como el cambio climático, la preservación de la biodiversidad o la

estabilidad de los ecosistemas forestales se han posicionado como tópicos esenciales del

desarrollo mundial (Muñúzuri, 2014). El marco jurídico ambiental mexicano ha sido en gran
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medida influenciado por algunos Tratados Internacionales que, hasta cierto punto, presionan a los

gobiernos para vincular a la población a incentivar o regular el cuidado ambiental (e.g. La

LGEEPA se redactó en 1988 como resultado de la publicación del Informe Brundtland en el

contexto de la Cumbre de la Tierra en 1987).

Los Tratados Internacionales firmados por México que más han repercutido en la conservación de

sus bosques son: la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de

Fauna y Flora Silvestres (CITES) de 1975, para la regulación del intercambio comercial

internacional de especies amenazadas de flora y fauna silvestres; el Convenio 169 sobre Pueblos

Indígenas y Tribales (ILO 169) de 1989, para actividades de prospección y explotación de bienes

naturales, incluidos los forestales; el Convenio sobre la Diversidad Biológica (CBD) de 1993,

para la conservación de la biodiversidad; la Convención Marco de Naciones Unidas sobre el

Cambio Climático (CMNUCC) de 1994, para estabilizar las concentraciones de GEI que altera el

sistema climático; el Programa de las Naciones Unidas para la Reducción de Emisiones causadas

por la Deforestación y la Degradación de los Bosques1 (REDD) de 2005; y la Declaración de las

Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (UNDRIP) de 2007, para

reconocer el papel de la población indígena en el combate al cambio climático; la alianza del

Fondo Cooperativo para el Carbono de los Bosques (FCPF) operativa desde el 2008, dirigida a la

reducción de emisiones causada por deforestación y degradación forestal; y el Protocolo de

Nagoya (sobre el Acceso a los Recursos Genéticos) de 2014 para promover la participación justa

y equitativa a partir del uso de recursos genéticos (Smith, 2015). El Acuerdo de Escazú en 2018

para revigorizar la participación ciudadana y los derechos humanos de México en materia

ambiental por medio del acceso a datos abiertos, la participación pública y la justicia ambiental

-como un esfuerzo y oportunidad para promover la actividad social de reflexión sobre el futuro de

los recursos naturales en el país-. Los ODS del 2030 -surgen del discurso ambientalista global de

los últimos quince años, a partir de los umbrales de las nueve fronteras del planeta sobre la

sustentabilidad global (Steffen, et al., 2015)- plantean una hoja de ruta en México en un esfuerzo

interdisciplinario ante la urgencia de actuar en términos de pobreza, hambre, modos de consumo,

salud, ecosistemas terrestres, educación y bienestar, etc., (Naciones Unidas, 2018).

1 Que en el año 2010 pasó a ser REDD+ donde ‘ + ‘ consiste en integrar tres nuevas acciones en REDD: (1)
conservación de las reservas de carbono forestal; (2) manejo sostenible de bosques; (3) incremento de las reservas de
carbono para mitigar el cambio climático (Borrego, 2018)

58



UNA REVISIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS DIRIGIDAS AL MANEJO SOSTENIBLE DE BOSQUES EN LOS QUE SE PRODUCE CARBÓN VEGETAL

9.3 Leyes Generales

La tercera posición jerárquica de normas jurídicas que rigen a la nación mexicana son las Leyes

Generales, ellas integran una parte de la normatividad constitucional (Torruco, 2001). Las leyes

generales consideran las concurrencias en el artículo 72 de la CPEUM; a diferencia de las leyes

federales, las leyes generales delimitan funciones para la federación, estados y municipios. Así,

las leyes federales no se aplican de forma igualitaria en los tres órdenes de gobierno.

La producción de CV tiene correspondencia con la Ley General Del Equilibrio Ecológico y la

Protección al Ambiente (LGEEPA), con la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable

(LGDFS), con la Ley Federal de Responsabilidad Ambiental (LFRA) y con la Ley de Promoción

y Desarrollo de los Bioenergéticos (LPDB).

En México LGEEPA es el instrumento jurídico que establece el sistema de competencias en

materia ambiental de acuerdo al Art. 73, fracción XXIX, G de la CPEUM. Se publicó el 28 de

enero de 1988 y se refiere a la preservación y restauración del equilibrio ecológico, así como a la

protección al ambiente. Es aplicable en todo el Territorio Nacional y las Zonas sobre las que la

Nación ejerce su soberanía y jurisdicción (SEMARNAT, 1988).

En la LGEEPA existe una correlación con la producción de CV en el Art. 4°, Capítulo 1, porque

indica que “la distribución de competencias en materia de regulación del aprovechamiento

sustentable, la protección y la preservación de los recursos forestales y el suelo, estará

determinada por LGDFS. También en este artículo se estipula que “las autorizaciones para el

aprovechamiento de los recursos forestales implican la obligación de hacer un aprovechamiento

sustentable de ese recurso”. Así, el Plan de Manejo es la herramienta que respalda un

aprovechamiento sustentable y es un requisito previo e indispensable para obtener una

autorización de aprovechamiento de recursos forestales.

Continuando, en el Capítulo II, Art. 100 de la LGEEPA se enuncia que “cuando las actividades

forestales deterioren gravemente el equilibrio ecológico, afecten la biodiversidad de la zona, así

como la regeneración y capacidad productiva de los terrenos, la autoridad competente revocará,

modificará o suspenderá la autorización respectiva en términos de lo dispuesto por la LGDFS”

esto explica el objeto de regular el aprovechamiento de los recursos forestales con autorizaciones
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y permisos que tienen una vigencia y que obligan al propietario de un terreno forestal a admitir

revisiones periódicas de autoridades competentes para garantizar que el aprovechamiento de los

recursos naturales no altere el equilibrio ecológico.

Finalmente, el Capítulo IV, Art. 171, inciso IV de la LGEEPA explica por qué se requisa el CV

que no cuenta con la autorización correspondiente que compruebe su legal procedencia (“...

decomiso de los instrumentos, ejemplares, productos o subproductos directamente relacionados

con infracciones relativas a recursos forestales, especies de flora y fauna, silvestre o recursos

genéticos, conforme a lo previsto en la presente Ley”).

Por otro lado, la LGDFS publicada el 25 de febrero de 2003 se derogó por la LGDFS del 5 de

junio de 2018 y es de observancia general en todo el territorio nacional. Tiene por objeto regular

y fomentar la conservación, protección, restauración, producción, ordenación, cultivo, manejo y

aprovechamiento de los ecosistemas forestales del País y sus recursos, con el fin de propiciar el

Desarrollo Forestal Sustentable (SEMARNAT, 2018). Esta Ley detalla todos los conceptos

concernientes a los recursos forestales y las relaciones entre ellos.

La LGDFS en su Título Segundo, Capítulo 1, Art. 11 Inciso XXX establece que se debe

fortalecer y ampliar la participación de la producción forestal en el crecimiento económico, bajo

este discurso, el desarrollo de las familias que se asisten del patrimonio forestal nacional debe ser

prioridad para el país. Esto se refuerza en el Capítulo Segundo, Sección VII Art. 53, Inciso VI de

esta Ley, donde se estipula que se han de fomentar actividades de producción primaria,

transformación y comercialización forestal en un marco de competencia, eficiencia y

sustentabilidad”. Además, en su Título Sexto, Capítulo I, Art. 136, Inciso XVIII se dice que la

Federación desarrollará mecanismos adecuados de financiamiento para la actividad forestal,

incluyendo tasas de interés preferencial. Para reducir los riesgos asociados a la producción

forestal, la Federación establecerá los instrumentos adecuados para el aseguramiento a largo

plazo de la misma”. Siguiendo esto, la producción de CV estimularía el desarrollo forestal

sustentable, pues es una actividad con potencial económico que permitiría también el desarrollo

social de un gran número de población rural de México.

Por su parte, la LFRA fue publicada el 7 de junio de 2013 y regula la responsabilidad ambiental

de quien ocasiona daños al ambiente, directa o indirectamente (SEMARNAT, 2013). Así como la

reparación y compensación de dichos daños (delitos contra el ambiente y la gestión ambiental).
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También estipula cuáles serán las compensaciones de estos daños a través de los procesos

judiciales federales previstos por el Art. 17 constitucional, los mecanismos alternativos de

solución de controversias, los procedimientos administrativos y aquellos que correspondan a la

Procuraduría Federal de Protección al Ambiente (SEMARNAT, 2013). Siendo que la producción

de CV emite GEI, los productores deben de entregar informes que contengan datos como la

técnica específica de producción, la ubicación de los hornos y la cantidad anual de carbón

producido; pues todos estos datos sirven para contabilizar las emisiones nacionales y con ellos se

puedan establecer acciones para contrarrestar el cambio climático, (cumpliendo así con los

Tratados Internacionales Ambientales que ha firmado el país). Por todo esto, sí alguien dentro del

territorio nacional produce CV sin contar con la autorización correspondiente comete un delito

ante la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente y se hace acreedor de consecuencias

penales.

Por otro lado, como el CV es un biocombustible que cubre las necesidades energéticas para

población rural en el territorio nacional, aunque su principal uso es en la hostelería, el turismo y

en áreas urbanas para celebraciones familiares (Carrillo et al., 2021), se esperaría que tuviera

cabida en la LPDB para su regulación -total o parcial-, su producción, almacenamiento,

transporte, distribución, comercialización y uso eficiente. Sin embargo, aunque esta Ley fue

publicada desde el 1º de febrero del 2008 para la promoción y desarrollo de los Bioenergéticos y

coadyuvar a la diversificación energética y el desarrollo sustentable (SEMARNAT, 2008), el CV

no está explícitamente pronunciado; sino que se podría incluir cuando se enuncia que se debe

“prevenir, controlar o evitar la contaminación de la atmósfera, las aguas y los suelos, originada

por las actividades de producción de Insumos y de Bioenergéticos” (capítulo III, Art. XIII, inciso

I) ya que existe la emisión de GEI generados a partir de la producción de CV.

9.4 Leyes Estatales

Son la cuarta jerarquía que rige al país y la norma práctica más importante para cada estado de la

República, en concordancia con su Constitución local. Son emitidas por el Poder Legislativo de

cada una de las Entidades Federativas (García, 2002), y entran en vigor al día siguiente de su

publicación en el Periódico Oficial de cada Estado. Las Leyes Ordinarias son promulgadas para
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atender aspectos relevantes y particulares de cada Estado de la República, no obstante, hay

algunos Estados que no cuentan con Leyes Ordinarias ambientales y forestales. En tal caso, los

Estados deben regirse por las Leyes Generales, que son de observancia federal. Con esto se

delega a las Delegaciones estatales de SEMARNAT la competencia de administrar el patrimonio

natural mexicano, como el otorgar las autorizaciones correspondientes para el aprovechamiento

forestal. Para la regulación de los bosques, se puede destacar la Ley de Gestión Ambiental

Sustentable para el Estado de Durango, esta Ley fue publicada en el Periódico Oficial del Estado

de Durango el 24 de junio de 2010; y busca conservar y aprovechar de manera sustentable los

recursos naturales duranguenses.

Cabe destacar que algunos estados cuentan con Organismos autónomos, como Institutos de

investigación o de administración pública, para regular las cuestiones ambientales de su Estado.

También existen entidades federativas que tienen infracciones establecidas para las personas que

incurran en delitos ambientales. Así, estas personas pueden ser sancionadas por las autoridades

federales como locales. Todo esto se estipula en la Ley Ordinaria Ambiental de dichos Estados.

9.5 Decretos de Reforma

Los Decretos son la quinta jerarquía que rige jurídicamente al país, en estos documentos se

establece que la CPEUM o alguna Ley ha sido modificada, total o parcialmente, para

encaminarse a regir de mejor forma una actividad o tema en específico (Art. 71 CPEUM; Ribó,

2012). Los Senadores(as) presentan una iniciativa con proyecto de Decreto de Reforma para

modificar, adicionar y derogar las disposiciones existentes en la CPEUM o las Leyes. Cada

decreto tiene validez oficial al día siguiente de que se publica en el Diario Oficial de la

Federación y es de vigilancia nacional (Simental, 2010).

La LGEEPA cuenta con 47 Reformas, diez de ellas abordan de manera general el cuidado forestal

(Reforma 2, 18, 21, 23, 29, 30, 33, 37, 41 y 44), en ellas se aborda el aprovechamiento

sustentable de los recursos, el cambio climático, la responsabilidad y la restauración ambiental, la

importancia de la innovación científica aplicada al sector ambiental, los límites permisibles de

aprovechamiento de los recursos naturales, la gestión de residuos y la promoción de la educación

ambiental. Tres Decretos de Reforma son los que están más estrechamente relacionados a la
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preservación de los ecosistemas forestales y a la reducción de la deforestación y degradación

forestal. La Reforma 5 decreta la necesaria expedición de la LGDFS que tendrá objetivos

generales y específicos en materia forestal con criterios de la Política Nacional. Mientras que la

reforma 25 aborda el tema del ordenamiento territorial, el manejo forestal y la preservación de

recursos forestales. La Reforma 28 establece la importancia de realizar el Inventario Nacional

Forestal, como una herramienta que ayude en la gestión forestal del país. La Reforma 41 deroga

la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable (LGDFS) del 2003 y expide la LGDFS del

2018. Por último, a Reforma 44 trata sobre la equidad social y de género en la política ambiental

nacional.

Todas estos Decretos encaminan la gestión de los bosques a la sostenibilidad, pretendiendo

impulsar el desarrollo rural como resultado del adecuado aprovechamiento forestal. La LGEEPA,

por ser un eje fundamental para la normatividad ambiental en México, cuenta con numerosos

Decretos que buscan legislar de mejor manera el patrimonio natural del país. Cada uno de los

Decretos anteriormente mencionados establece las bases para que algún día la producción de CV

sea una actividad regulada por el gobierno federal y lleve a los productores a una mejor calidad

de vida.

Por su parte, la LGDFS del 2003 contó con seis reformas vinculadas con el aprovechamiento

sostenible de los bosques: la Reforma 2 estipuló que se impulsaría el aprovechamiento forestal.

Por su parte, la Reforma 4 dijo que se habría de garantizar la conservación del patrimonio

forestal, así, el aprovechamiento debería de llevarse a cabo respetando los límites que

garantizaban que los bosques se conservaran por un largo periodo de tiempo. La Reforma 6

definió qué es un Programa de Manejo Forestal y quién lo necesitaba, estableciendo así que

cualquier aprovechamiento forestal debía de contar con un plan que garantizaba que la extracción

respetaba los límites y por lo tanto conservaba el bosque. Siguiendo, la Reforma 7 enunció las

acciones técnicas que se habían de seguir para el aprovechamiento forestal, por tanto, la

extracción de madera para hacer CV debía de ceñirse a estas acciones técnicas. Mientras que, la

Reforma 9 mencionó las atribuciones de la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente

(PROFEPA) y justificó que esta entidad realizara operativos para verificar que todos los

subproductos forestales (como lo es el CV) contaran con las autorizaciones correspondientes. Por
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último, la Reforma 12 estableció las competencias de cada entidad federativa y dijo que serían las

autoridades federales quienes otorgarían las autorizaciones de aprovechamiento forestal.

Actualmente, la LGDFS de 2018 cuenta con cinco Decretos de Reforma, 4 de los cuales tienen

injerencia, directa o indirectamente con la producción de CV. La Reforma 2 (publicada el 26 de

abril de 2021), aborda las competencias y atribuciones de cada órgano gubernamental tocante al

aprovechamiento forestal. La Reforma 3 (publicada el 11 de abril de 2022) trata sobre las

autorizaciones de almacenamiento y transporte de productos forestales. La Reforma 4 (publicada

el 11 de abril de 2022) menciona que es atribución de la federación la autorización de centros de

almacenamiento y transformación de materias primas forestales. Finalmente, la Reforma 5

(publicada el 28 de abril del 2022) habla sobre la obtención de recursos para el Fondo Forestal

Mexicano y que estos se utilizarán para la reforestación y la restauración forestal.

Todas estas reformas a la LGDFS son las bases jurídicas para que todas las actividades de

extracción forestal sigan un proceso burocrático para obtener autorizaciones y permisos para

poderse realizar. Dichas autorizaciones avalan que los bosques respetan los límites de extracción

y contribuyen a la conservación de los bosques nacionales. Sin embargo, existen bosques que

cuentan con un plan de manejo y con todas las autorizaciones y permisos correspondientes y en la

práctica rebasan los límites de extracción. Por lo tanto, el contar con una autorización federal no

asegura en todos los casos que realmente se esté conservando el patrimonio forestal.

9.6 Acuerdos

Los Acuerdos son la sexta jerarquía jurídica que rige a México, son un documento que establece

una decisión tomada por un organismo gubernamental como una Secretaría Nacional. Se rigen

por algún o algunos artículos constitucionales o de una Ley determinada y tienen la finalidad de

producir efectos jurídicos (Ribó, 2012). Los acuerdos entran en vigor cuando se publican en el

Diario Oficial de la Federación (DOF).

El Acuerdo más relevante en aprovechamiento forestal es el publicado en el Diario Oficial de la

Federación el 24 de diciembre del 2002 (Acuerdo DOF: 24/12/2002). Dicho Acuerdo enuncia

que: SEMARNAT como la competente para establecer las especificaciones, procedimientos,

lineamientos técnicos y de control para el aprovechamiento, transporte, almacenamiento y

64



UNA REVISIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS DIRIGIDAS AL MANEJO SOSTENIBLE DE BOSQUES EN LOS QUE SE PRODUCE CARBÓN VEGETAL

transformación que identifiquen el origen legal de las materias primas forestales”. De esta

manera, queda estipulado que la SEMARNAT es la institución que debe autorizar la extracción,

la transformación, el almacenamiento y el transporte de materia prima forestal (procesos de la

producción de CV) en todo el territorio nacional. Y también debe ser la institución que define los

procedimientos y lineamientos técnicos de cómo realizar estas actividades.

9.7 Reglamentos

Los reglamentos son la séptima jerarquía de herramienta legal en México, son expedidos por el

titular del poder ejecutivo federal, es decir, por el presidente de la república (Ribó, 2012). Un

reglamento es un ordenamiento que tiene por objeto regular una Ley específica. Siendo la

LGEEPA y la LGDFS las más importantes en materia de aprovechamiento forestal.

La LGEEPA cuenta con siete reglamentos: Reglamento en materia de Evaluación del Impacto

ambiental, Reglamento en materia de prevención y control de la contaminación de la atmósfera,

Reglamento para la protección del ambiente contra la contaminación originada por la emisión del

ruido, Reglamento en materia de auditoría ambiental, Reglamento en materia de áreas naturales

protegidas y el Reglamento en materia de ordenamiento ecológico. Mientras que la LGDFS

cuenta con solo un Reglamento, el Reglamento de la Ley General de Desarrollo Forestal

Sustentable (LGDFS).

Por ser la producción de CV una actividad que emite GEI, el Reglamento en materia de

prevención y control de la contaminación de la atmósfera podría regular la cantidad y la calidad

de las emisiones liberadas en la producción de CV. Sin embargo, en este reglamento solo se

mencionan en numerosas ocasiones las emisiones contaminantes, pero no se tocan

específicamente los GEI. Cabe mencionar que tampoco la producción de CV es citada, sólo se

aborda en una ocasión el carbón mineral. Por su parte, el reglamento en materia de ordenamiento

ecológico sólo enuncia que este debe considerar una zonificación forestal pero no aborda

actividades forestales específicas. No obstante, este reglamento sí enuncia que el ordenamiento

ecológico debe priorizar el aprovechamiento sustentable de los recursos naturales al tiempo que

mantiene los bienes y los servicios ambientales y la conservación de los ecosistemas y la

biodiversidad. Todo esto toma relevancia cuando se hace el Plan de Manejo Forestal que
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permitirá zonificar el territorio para desarrollar actividades económicas, como la producción de

CV, al tiempo que se cuidan los bosques mexicanos.

Por otro lado, el reglamento de la LGDFS es un ordenamiento que “tiene por objeto reglamentar

la LGDFS en el ámbito de competencia federal, en materia de instrumentos de política forestal,

manejo y aprovechamiento sustentable de los ecosistemas forestales del país y de sus recursos, así

como su conservación, protección y restauración”. En él se define al CV expresamente como un

subproducto forestal que deberá acreditar su legal procedencia, en el Art. 94 de la Primera

Sección del Capítulo IV. Siendo esta la única ocasión que se menciona explícitamente al CV.

Sin embargo, al ser conceptualizado como un subproducto forestal, en este reglamento, se

estipula que la legal procedencia para transportarlo se acreditará con una remisión forestal, un

reembarque forestal, un pedimento aduanal o un comprobante fiscal, según sea el lugar de origen

y de destino (Capítulo IV, Primera Sección, Art. 95). También se estipula en el Capítulo primero y

en el Capítulo segundo, la forma en que se obtienen las autorizaciones para el aprovechamiento

de los recursos forestales, detallando los trámites correspondientes para obtenerlas. Mientras que

el Capítulo cuarto trata sobre el transporte, almacenamiento y transformación de las Materias

Primas Forestales (aquí se contemplan también los productos y subproductos forestales). El

Capítulo quinto aborda los medios de control, vigilancia y sanción forestal a los infractores del

presente reglamento.

Así, dicho reglamento gestiona de una manera más directa el aprovechamiento de materia prima

forestal, siendo el conjunto de disposiciones para promover la factibilidad de la LGDFS en este

tema. De sus disposiciones se desprenden las respuestas a las cuestiones: ¿cómo?, ¿cuándo?,

¿dónde?, ¿quién?, ¿para qué?, se aprovechan los bosques en toda la república mexicana. Sin

embargo, el aprovechamiento forestal, así como la producción de CV no es homogénea en todo el

país, desde tiempos precolombinos, por condiciones territoriales, climáticas, sociales y culturales,

por mencionar algunas causas; y las disposiciones de este reglamento pretenden que en todo el
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país se aprovechen de la misma forma los recursos forestales, por lo tanto, el diseño de este

instrumento de política pública tiene ese fallo que debe corregir.

9.8 Código Penal Federal

El Código Penal Federal (CPF) es la octava jerarquía jurídica que rige a la nación. Es un conjunto

de normas jurídicas punitivas que condensa toda la legislación aplicable y fue publicado por

primera vez en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el 14 de agosto de 1931, teniendo a la

fecha 139 Reformas. Este código se aplica en toda la República para los delitos del orden federal.

Dentro de este Código se contempla en su Capítulo Cuarto los delitos contra la gestión ambiental,

estableciendo las penas a quien incurra en estos delitos. Mientras que en el Capítulo Quinto se

abordan los delitos contra el ambiente, las sanciones y medidas de seguridad para la reparación o

compensación del daño ambiental. También, en este Código se estipula, en su Título Vigésimo

Quinto, cuáles son los delitos contra el ambiente y la gestión ambiental y las competencias de la

PROFEPA.

9.9 Normas Oficiales Mexicanas en Materia Forestal

Las Normas Oficiales Mexicanas (NOM) son la novena y última jerarquía jurídica que rige a la

nación mexicana. Las NOM son regulaciones técnicas que establecen las características de

procesos o servicios específicos. Estas Normas son expedidas por las dependencias competentes y

entran en vigor al día siguiente de su publicación en el DOF, con observancia obligatoria en todo

el territorio nacional. Deben ser revisadas cada cinco años, cumpliendo con estudios que

modifiquen, cancelen o ratifiquen la Norma (SEMARNAT, 2015).

La producción de CV, al ser emisora de GEI y de provocar enfermedades bronco-respiratorias, es

una actividad que podría regularse mediante una Norma Oficial Mexicana de Salud Pública, sin

embargo, en ella se estipularía solo una forma de producción y se desechará el conocimiento

artesanal que numerosos campesinos poseen sobre las diversas formas de hacer CV. Aunado a

esto, una NOM necesita un amplio conocimiento técnico y científico de la forma de producir, de

los riesgos ambientales y sanitarios de la producción y de los límites adecuados en la cantidad de
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producción. Siendo una realidad que muchos de estos aspectos son desconocidos aún y que su

abordaje supone elevados costos humanos y materiales, por ello para la producción de CV no se

cuenta con una Norma específica.

No obstante, la NOM-005 SEMARNAT-1997 y la NOM-007 SEMARNAT-1997 son las Normas

Oficiales Mexicanas que podrían relativamente abordar el tema. En la NOM-005

SEMARNAT-1997 se “establecen los procedimientos, criterios y especificaciones técnicas y

administrativas para realizar el aprovechamiento, transporte y almacenamiento de corteza, tallos y

plantas completas de vegetación forestal”. Aunque los subproductos no son materia de esta

Norma, ella serviría de predecesora para una Norma tocante al CV. Por otro lado, la NOM-007

SEMARNAT-1997 establece “los procedimientos, criterios y especificaciones técnicas y

administrativas para realizar el aprovechamiento, transporte y almacenamiento de ramas, hojas o

pencas, flores, frutos y semillas”. Tal que, al ser el CV un biocombustible que puede ser

producido a partir de las ramas de ciertos árboles, esta Norma contemplaría las notificaciones y

los informes que deben presentarse para almacenar y transportar las ramas que servirán como la

materia prima de CV.

Así, todo este esquema normativo conforma el marco jurídico forestal mexicano y regula la forma

de producir, almacenar y transportar materia prima forestal y CV en todo el país. Todas sus

jerarquías contribuyen para transitar a la sostenibilidad de los bosques. Sin ellos sería poco

probable que se alcanzará la conservación del patrimonio forestal, como se ha observado en otros

países que no cuentan con una legislación que regule esta labor (Aguilar, 2015). Sin embargo, no

se puede olvidar que el cumplimiento de este marco jurídico es lo que realmente inclina la

balanza hacia la deforestación y degradación o hacia la conservación. Dicho cumplimiento

depende de la capacidad de las instituciones y de las redes de gobernanza que se tejan entre los

pobladores de los bosques, sí uno de estos dos aspectos falla se compromete la sostenibilidad de

los Recursos Forestales (Simental, 2010).
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10. REFLEXIONES FINALES

Las políticas públicas y sus instrumentos son, a menudo, el principal mecanismo que disponen los

gobiernos para regular la protección, aprovechamiento, acceso y disfrute de los servicios

ecosistémicos (SE) que proveen los ecosistemas forestales. El marco de la Evaluación de

Ecosistemas del Milenio (EEM) aporta la base teórica para comprender cómo estos SE influyen

en el bienestar social y, como aportación, este trabajo inserta la dimensión jurídica al análisis de

la interacción entre SE y sociedad. En esta tesis se investigó el marco jurídico mexicano y las

políticas públicas dirigidas a la degradación forestal. Para ello, se consideró una actividad

asociada a la degradación forestal: la producción de carbón vegetal (CV). A partir de esta

actividad, se complementó el análisis considerando el conocimiento y dificultades que los

productores perciben cuando practican esta actividad.

En México existen políticas públicas y un marco jurídico bien establecidos para una regulación y

éstas han quedado plasmados en leyes y reglamentos; de la misma manera se han diseñado

mecanismos para impulsar las actividades productivas. Las políticas públicas forestales

mexicanas han evolucionado con el tiempo y poco a poco transitan hacia la sostenibilidad de los

bosques mexicanos. Los discursos internacionales han motivado significativamente las políticas

públicas mexicanas para la protección de los ecosistemas forestales mexicanos y su

aprovechamiento sostenible. La adhesión de México a organismos y acuerdos internacionales

(e.g. Organización de Naciones Unidas, Banco Mundial, Organización para la Cooperación y el

Desarrollo Económico, Cumbre de Río, etc.), han ejercido presión internacional para dirigir el

diseño de políticas públicas. El marco jurídico forestal mexicano que regula la extracción de

materia prima forestal consta de nueve jerarquías jurídicas y, en su conjunto, busca regular la

extracción forestal para evitar la degradación de los bosques mexicanos y minimizar la

contaminación, incluida la emisión de Gases de Efecto Invernadero (GEI). Existen normativas

dirigidas a la producción forestal maderable -y sus derivados- como alternativas productivas para

impulsar el manejo ordenado de los recursos forestales y ofrecer empleos para la población del

medio rural; además, la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable (LGDFS) es el elemento

operativo más importante en la práctica del aprovechamiento forestal de México. Con todo ello,

la regulación de las actividades productivas -como la producción de CV- ha sido deficiente, pese

a que puede comprobarse que los instrumentos normativos están creados.
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Los instrumentos de política pública más utilizados en el aprovechamiento forestal mexicano son

los legales, los subsidios y las certificaciones. Las últimas son un incentivo para los pobladores

locales que ha permitido mitigar un poco la degradación forestal. No obstante, estos instrumentos

pueden seguir mejorando para tener mayor impacto en la conservación forestal y la legalización

de la producción del CV. Específicamente se propone mejorar el proceso de evaluación de las

certificaciones forestales vigentes en México.

Algunos vacíos encontrados en la legislación tienen que ver con la Ley de Promoción y desarrollo

de los Bioenergéticos (LPBD) y la Ley General de Cambio Climático que requieren

complementarse con artículos dirigidos a combustibles renovables forestales como el CV.

La investigación realizada en esta tesis permite comprender que el estudio del CV en México es

complejo y desvalorizado porque se percibe por algunas autoridades gubernamentales como

arcaico y contaminante; esta opinión contrasta con los pobladores de los bosques mexicanos que

ven a la producción de CV como un oficio bondadoso y tradicional que genera ingresos locales.

Los profesionistas forestales que proveen asesoría técnica en estas comunidades productoras de

CV sugieren que es una actividad poco rentable y retrasan y posponen este tipo de proyectos. De

esta manera, aunque exista un interés institucional, el limitado desarrollo de capacidades

organizativas y de gestión para consolidar la producción de CV frenan la actividad empresarial.

Desde luego, la inexistencia de datos oficiales -debido a la informalidad e ilegalidad- dificulta el

diagnóstico del impacto de la producción de CV en los bosques mexicanos y, por tanto, la

planeación e implementación de políticas públicas adecuadas. Y esta situación constituye la

principal deficiencia de esta investigación.

La producción de CV se ha fortalecido en comunidades que tienen bosques de los que solo existe

esa posibilidad productiva y también por tradición cultural. Los productores de CV, en muchos

casos, no son propietarios del bosque del que extraen materia prima o donde construyen el horno.

Habitualmente son personas en situación de pobreza que solicitan el permiso de propietarios de

bosque bajo algún acuerdo informal, es decir, su figura no se reconoce en la constitución o en el

marco normativo dado que las leyes se dirigen a propietarios y otras figuras reconocidas en el

marco jurídico, pero desconoce a personas que trabajan en tierras que les son prestadas por un

período de tiempo, es decir, están en mercados informales. Los productores de CV pertenecen a

comunidades rurales que, a menudo, carecen de bienes materiales para cubrir las necesidades
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básicas, su conocimiento proviene de sus antepasados y esta producción es su medio de vida

durante una parte del año. La falta de oportunidades laborales requiere el uso de bosques para

subsistir, aunque ello implique en ocasiones la falta de conservación forestal. Por otra parte, el

propietario del terreno autoriza, como un favor, el uso de sus parcelas y materia prima para

preparar el horno de tierra y carece de un incentivo para regularizar la actividad del CV dado que

la solicitud de permisos requiere que el propietario solicite el plan de manejo, efectúe pagos,

invierta su tiempo y en ocasiones traslados largos hasta la autoridad pertinente para solicitar

información sobre los requisitos para legalizar la producción. Una estrategia potencial para

mitigar esta situación consistiría en integrar un plan de acciones por iniciativa de grupos de

productores que propongan consolidar una empresa forestal comunitaria para ese propósito, sin

embargo, existen pocos casos de empresas forestales comunitarias para tal fin.

Un tercer componente de peso es el mercado. Al presente, la venta directa de CV en las ciudades

cercanas establece un pago que no toma en cuenta las certificaciones (ni de sustentabilidad, ni de

calidad), de manera que la producción legal no implica una ganancia monetaria adicional para

aquellos que buscan una certificación. El acercamiento con los productores de CV en los talleres

y seminarios visitados reveló que los permisos y autorizaciones necesarios para producir CV se

obtienen mediante un proceso desigual para los productores de diferentes regiones, aunque

oficialmente son disposiciones a nivel Federal. En la práctica, los permisos son auspiciados en

algunos Estados con instrucciones locales que apoyan a los productores y son decisivos para que

éstos obtengan las autorizaciones de aprovechamiento forestal. En el ámbito local existe poca

difusión entre la población sobre la existencia de las políticas públicas y sus instrumentos, aún

cuando las instituciones gubernamentales han buscado acercar las políticas públicas forestales y

sus instrumentos a los pobladores de los bosques.

Se propone para futuros estudios estimar los costos monetarios y el tiempo aproximado que

requiere un permiso para producir CV desde el inicio del trámite hasta que obtiene su

autorización de aprovechamiento forestal. Una segunda línea que podría explorarse es el análisis

de la cadena de valor del CV para descubrir todas las barreras e injusticias a las que se enfrentan

los productores para realizar su oficio. Por último, es necesario realizar un estudio de

costo-beneficio que permita conocer qué ganan y qué pierden los pobladores al producir CV con

todos los permisos, para comparar con las ganancias y pérdidas de los productores que trabajan

sin permisos.
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